
 
 

LEY J - N° 114 

 

PROTECCION INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES DE LA 

CIUDAD DE BUENOS AIRES 

 

TITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

OBJETO Y FINES 

 

Artículo 1° -Objeto- La presente ley tiene por objeto la protección integral de los derechos de las 

niñas, niños y adolescentes. 

Los derechos y garantías enumerados en la presente ley deben entenderse complementarios de 

otros reconocidos en la Constitución Nacional #, la Convención Internacional sobre los Derechos del 

Niño #, los Tratados Internacionales en los que el Estado Argentino sea parte y la Constitución de la 

Ciudad de Buenos Aires #. 

 

Artículo 2° -Interés Superior- A todos los efectos emergentes de la presente ley, se entiende por 

interés superior de niños, niñas y adolescentes, el sistema integral que conforman todos y cada uno 

de los derechos a ellos reconocidos y los que en el futuro pudieran reconocérseles. 

 

Artículo 3° -Aplicación e interpretación- En la aplicación e interpretación de la presente ley, de las 

demás normas y en todas las medidas que tomen o en las que intervengan instituciones públicas o 

privadas, así como los órganos legislativos, judiciales o administrativos es de consideración 

primordial el interés de niños, niñas y adolescentes. 

 

Artículo 4° -Derechos fundamentales- Todos los niños, niñas y adolescentes gozan de los derechos 

fundamentales inherentes a su condición de personas. La Ciudad propicia su participación social y 

garantiza todas las oportunidades para su pleno desarrollo físico, psíquico, moral, espiritual y social, 

en condiciones de libertad, igualdad y dignidad. 

 

Artículo 5° -Remoción de obstáculos- La Ciudad promueve la remoción de los obstáculos de cualquier 

orden que, limitando de hecho la igualdad y la libertad, impidan o entorpezcan el pleno desarrollo de 

niñas, niños y adolescentes y su efectiva participación en la vida política, económica y social de la 

comunidad. 

 

Artículo 6° -Efectivización de derechos- La familia, la sociedad y el Gobierno de la Ciudad, tienen el 

deber de asegurar a niñas, niños y adolescentes, con absoluta prioridad, la efectivización de los 



 
 

derechos a la vida, a la libertad, a la identidad, a la salud, a la alimentación, a la educación, a la 

vivienda, a la cultura, al deporte, a la recreación, a la formación integral, al respeto, a la convivencia 

familiar y comunitaria, y en general, a procurar su desarrollo integral. 

 

Artículo 7° -Medidas de efectivización, definición y objetivos- El Gobierno de la Ciudad adopta 

medidas legislativas, administrativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos 

a niños, niñas y adolescentes por normas jurídicas, operativas o programáticas. Las medidas de 

efectivización de derechos comprenden las de acción positiva que garantizan la igualdad real de 

oportunidades y de trato y el pleno goce y ejercicio de los derechos humanos reconocidos por la 

Constitución Nacional #, por los Tratados Internacionales vigentes, la Constitución de la Ciudad de 

Buenos Aires # y la legislación nacional. 

Su objetivo esencial es la prevención y detección precoz de aquellas situaciones de amenaza o 

violación de los principios, derechos y garantías contemplados en la presente ley. 

 

Artículo 8° -Garantía de Prioridad- Los/las niños, niñas y adolescentes tienen prioridad en la: 

a) protección y auxilio cualquiera sea la circunstancia; 

b) atención en los servicios públicos; 

c) asignación de recursos públicos en la formulación y ejecución de políticas en las áreas 

relacionadas con la efectivización y la protección de los derechos de la niñez, la adolescencia 

y la familia; 

d) consideración y ponderación de las necesidades y problemáticas de la comunidad local a la 

que pertenecen. 

 

Artículo 9° -Denominación- Toda referencia de cualquier índole a las personas que constituyen el 

ámbito de aplicación subjetiva de la presente ley debe hacerse con las palabras "niñas, niños, 

adolescentes". La denominación "menores de edad" se utiliza exclusivamente cuando razones 

técnicas insalvables así lo justifiquen. 

 

TITULO II 

PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTIAS 

 

Artículo 10 -Derecho a la Vida, Derecho a la Libertad, Dignidad, Identidad y Respeto- Los niños, 

niñas y adolescentes tienen derecho a la vida, a su disfrute y protección. Tienen derecho a la libertad, 

a la dignidad, a la identidad en todas sus dimensiones, y al respeto como personas sujetos titulares 

de todos los derechos, reconocidos en la Constitución Nacional #, la Convención Internacional sobre 

los Derechos del Niño #, los Tratados Internacionales, otras normas nacionales y la Constitución de 

la Ciudad de Buenos Aires #. 



 
 

 

Artículo 11 -Garantías procesales- La Ciudad garantiza a niños, niñas y adolescentes a quienes se 

atribuya una conducta ilícita, los siguientes derechos: 

a) a ser considerado inocente hasta tanto se demuestre su culpabilidad; 

b) al pleno y formal conocimiento del acto infractor que se le atribuye y de las garantías procesales 

con que cuenta. Todo ello debe ser explicado en forma suficiente, oportuna, y adecuada al nivel 

cultural de la niña, niño o adolescente; 

c) a la igualdad en la relación procesal, a cuyo efecto puede producir todas las pruebas que estime 

conveniente para su defensa; 

d) a la asistencia de un abogado/a especializado/a en niñez y adolescencia de su libre elección o 

proporcionado/a gratuitamente por el Gobierno de la Ciudad; 

e) a ser escuchado personalmente por la autoridad competente tanto en la instancia 

administrativa como judicial; 

f) a no ser obligado a declarar; 

g) a solicitar la presencia de los padres o responsables a partir de su aprehensión y en cualquier 

etapa del procedimiento; 

h) a que sus padres, responsables, o persona a la que la niña, niño o adolescente adhiera 

afectivamente, sean informados de inmediato en caso de aprehensión, del lugar donde se 

encuentra, hecho que se le imputa, tribunal y organismo de prevención intervinientes; 

i) a que toda actuación referida a la aprehensión de niños, niñas y adolescentes, así como los 

hechos que se le imputen sean estrictamente confidenciales; 

j) a comunicarse en caso de privación de libertad, en un plazo no mayor de una hora, por vía 

telefónica o a través de cualquier otro medio, con su grupo familiar responsable, o persona a 

la que adhiera afectivamente. 

 

Artículo 12 -Incorporación de Reglas de Naciones Unidas- Se consideran parte integrante de la 

presente ley, en lo pertinente, las "Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración 

de la Justicia de menores (Reglas de Beijing) Resolución N° 40/33 de la Asamblea General" #, las 

"Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad Resolución 

N° 45/113 de la Asamblea General" #, y las "Directrices de Naciones Unidas para la prevención de 

la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)" # que se nominan ANEXOS A, B y C respectivamente. 

 

Artículo 13 -Derecho a la identidad- El derecho a la identidad comprende el derecho a una 

nacionalidad, a un nombre, a su cultura, a su lengua de origen, a su orientación sexual, al 

conocimiento de quiénes son sus padres y a la preservación de sus relaciones familiares de 

conformidad con la ley. 

 



 
 

Artículo 14 -Medidas de Protección de la Identidad- Para efectivizar el derecho a la identidad el 

Gobierno de la Ciudad debe: 

a) identificar al recién nacido mediante el procedimiento que establezca la normativa vigente; 

b) garantizar la inscripción gratuita de niños y niñas inmediatamente después de su nacimiento. 

En ningún caso la indocumentación de la madre o del padre es obstáculo para que se 

identifique al recién nacido o a los menores de dieciocho (18) años de edad. 

c) facilitar y colaborar para obtener información, la búsqueda o localización de los padres u otros 

familiares de niñas, niños y adolescentes facilitándoseles el encuentro o reencuentro familiar. 

 

Artículo 15 -Derecho a la integridad- Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la integridad 

biopsicosocial, a la intimidad, a la privacidad, a la autonomía de valores, ideas o creencias y a sus 

espacios y objetos personales. 

 

Artículo 16 -Reserva de Identidad- Ningún medio de comunicación social, público o privado, podrá 

difundir información que identifique o pueda dar lugar a la identificación de niñas, niños y 

adolescentes a quienes se les atribuya o fueran víctimas de la comisión de un delito. 

 

Artículo 17 -Derecho a ser oído- Los niños, niñas y adolescentes, tienen derecho a ser oídos en 

cualquier ámbito cuando se trate de sus intereses o al encontrarse involucrados personalmente en 

cuestiones o procedimientos relativos a sus derechos. 

 

Artículo 18 -Derecho a la Dignidad- Es deber de la familia, la sociedad y el Gobierno de la Ciudad 

proteger la dignidad de niños, niñas y adolescentes impidiendo que sean sometidos a trato violento, 

discriminatorio, vejatorio, humillante, intimidatorio, a prostitución, explotación sexual o a cualquier 

otra condición inhumana o degradante. 

 

Artículo 19 -Derecho a ser Respetado- El respeto a las niñas, niños y adolescentes consiste en 

brindarles comprensión, en otorgarles la oportunidad al despliegue de sus actividades, al desarrollo 

de sus potencialidades, al goce y ejercicio de sus derechos y al protagonismo activo inherente a las 

prácticas ciudadanas acordes con su edad. 

 

Artículo 20 -Derecho a la Igualdad- Los niños, niñas y adolescentes tienen idéntica dignidad y son 

iguales ante la ley. 

Se les reconoce y garantiza el derecho a ser diferente, no admitiéndose discriminaciones que tiendan 

a la segregación por razones o con pretexto de raza, etnia, género, orientación sexual, edad, 

ideología, religión, opinión, nacionalidad, caracteres físicos, condición psicofísica, social, económica, 



 
 

creencias culturales o cualquier otra circunstancia que implique exclusión o menoscabo de ellos, de 

sus padres o responsables. 

Las normas legales y reglamentarias de cualquier naturaleza deben aplicarse a todas las niñas, niños 

y adolescentes sin discriminación alguna. 

 

Artículo 21 -Necesidades especiales- Las niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales 

de cualquier índole tienen derecho a disfrutar de una vida plena en condiciones que aseguren su 

dignidad e integración igualitaria. 

 

Artículo 22 -Derecho a la Salud- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la atención integral 

de su salud. Debe asegurarse su acceso gratuito, universal e igualitario, sobre la base de la 

solidaridad. 

 

Artículo 23 -Protección de la salud- A los efectos de garantizar el disfrute del nivel más alto de salud 

el Gobierno debe adoptar medidas para: 

a) reducir la morbi-mortalidad; 

b) combatir las enfermedades y la malnutrición; 

c) asegurar que todos los sectores de la sociedad, los miembros de la familia, y en particular los 

niñas, niños y adolescentes, conozcan los principios básicos de la salud y la nutrición, las 

ventajas de la lactancia materna, la higiene, el saneamiento ambiental y todas las medidas de 

cuidado y prevención; 

d) desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación al grupo familiar conviviente, la 

educación en materia de salud sexual y reproductiva, tendientes a prevenir el embarazo no 

deseado y las enfermedades de transmisión sexual; 

e) proveer gratuitamente a niños, niñas y adolescentes de escasos recursos, medicamentos, 

prótesis u otros elementos necesarios para su tratamiento, habilitación y rehabilitación; 

f) proporcionar condiciones dignas para que la madre, el padre o la persona responsable del 

cuidado de niños, niñas y adolescentes permanezca todo el tiempo durante el cual se prolongue 

la internación en establecimientos de salud; 

g) vacunar gratuitamente según el esquema vigente; 

h) garantizar el derecho de los niños y niñas a gozar de la lactancia materna exclusiva hasta los 

seis (6) meses de edad y continuada hasta el primer año de vida, con el agregado de alimentos 

complementarios, adecuados, oportunos y seguros, inclusive para aquellos cuyas madres 

cumplen penas privativas de libertad. El niño o niña no podrá ser separado de su madre durante 

un período no menor a los doce (12) meses consecutivos a partir del momento de su 

nacimiento. 



 
 

i) garantizar la aplicación de los principios consagrados en esta ley en materia de prestaciones 

relativas a la salud mental; 

j) garantizar la atención de la salud a toda adolescente embarazada. 

 

Artículo 24 -Atención perinatal- Los establecimientos públicos y privados que realicen atención del 

embarazo, del parto y del recién nacido, están obligados a: 

a) Conservar las historias clínicas individuales por el plazo de treinta (30) años; 

b) realizar exámenes a fin de determinar el diagnóstico y la terapéutica de anormalidades en el 

metabolismo del recién nacido, así como prestar orientación a los padres; 

c) proveer una declaración de nacimiento donde conste lo ocurrido en el parto y el 

desenvolvimiento del neonato; 

d) posibilitar la permanencia del neonato junto con la madre; 

e) ejecutar acciones programadas teniendo en cuenta los grupos de mayor vulnerabilidad para 

garantizar el adecuado seguimiento del embarazo, parto, puerperio del recién nacido; 

f) garantizar la atención de todas las enfermedades perinatales en el ámbito estatal y privado. 

 

Artículo 25 -Derecho a la Convivencia familiar y comunitaria- Los niños, niñas y adolescentes tienen 

derecho a ser criados y cuidados por sus padres y a permanecer en su grupo familiar de origen, en 

una convivencia sustentada en vínculos y relaciones afectivas y comunitarias. 

 

Artículo 26 -Preservación del grupo familiar- La carencia o insuficiencia de recursos materiales del 

padre, madre o responsable no constituye causa para la separación de la niña, niño o adolescente 

de su grupo familiar. 

La convivencia dentro de otros grupos familiares constituye una situación excepcional. 

 

Artículo 27 -Derecho a la educación- Formación integral. Los niños, niñas y adolescentes tienen 

derecho a la educación con miras a su desarrollo integral, su preparación para el ejercicio de la 

ciudadanía, su formación para la convivencia democrática y el trabajo, garantizándoles el disfrute de 

los valores culturales, la libertad de creación y el desarrollo máximo de las potencialidades 

individuales. 

 

Artículo 28 -Derecho a la Educación- Valores. El derecho a la educación a través de los sistemas de 

enseñanza formal y no formal comprende la construcción de valores basados en la tolerancia y el 

respeto por los derechos humanos, la pluralidad cultural, la diversidad, el medio ambiente, los 

recursos naturales y los bienes sociales, preparando a los niños, niñas y adolescentes para asumir 

una vida responsable en una sociedad democrática. 

 



 
 

Artículo 29 -Derecho a la Educación. Garantías mínimas- El Gobierno de la Ciudad garantiza a niños, 

niñas y adolescentes: 

a) acceso gratuito a los establecimientos educativos de todos los niveles garantizando la 

prestación del servicio en todos los barrios de la Ciudad; 

b) igualdad de condiciones de acceso, permanencia y egreso del sistema educativo, 

instrumentando las medidas necesarias para su retención en el mismo; 

c) respeto por parte de los integrantes de la comunidad educativa; 

d) acceso al conocimiento e información de los procedimientos para la construcción de las 

normativas de convivencia y su participación en ella; 

e) ser escuchados/as previamente en caso de decidirse cualquier medida o sanción, las que 

únicamente pueden tomarse mediante procedimientos y normativas conocidas, claras y justas; 

f) recurrir a instancias escolares superiores o extraeducativas en caso de sanciones; 

g) ser evaluados/as por sus desempeños y logros, conforme a las normas acordadas previamente 

y a conocer u objetar criterios de evaluación, pudiendo recurrir a instancias escolares 

superiores; 

h) la organización y participación en entidades estudiantiles; 

i) el conocimiento de los derechos que les son reconocidos y los mecanismos para su ejercicio y 

defensa; 

j) recibir educación pública, eximiéndoselos de presentar documento de identidad nacional, en 

caso de carecer del mismo, o cualquier otra documentación que restrinja dicho acceso 

debiéndoseles entregar la certificación o diploma correspondiente a cada nivel; 

k) la existencia y aplicación de lineamientos curriculares acordes con sus necesidades y que 

viabilicen el desarrollo máximo de las potencialidades individuales. 

l) la implementación de investigaciones, experiencias y nuevas propuestas relativas a los diseños 

curriculares y a su didáctica, con miras a dar respuesta a las necesidades de integración de la 

diversidad de la población infantil y adolescente en la educación común. 

 

Artículo 30 -Derecho a la recreación, juego, deporte y descanso- Los niños, niñas y adolescentes 

tienen derecho a la recreación, al juego, al deporte y al descanso. 

 

Artículo 31 -Participación e integración- El Gobierno de la Ciudad debe implementar actividades 

culturales, deportivas y de recreación, promoviendo el protagonismo de niños, niñas y adolescentes 

y la participación e integración de aquellos con necesidades especiales. 

 

Artículo 32 -Derecho a la no explotación- Las niñas y los niños tienen derecho a no trabajar. Las 

personas mayores de catorce años pueden hacerlo conforme a las modalidades establecidas en la 

legislación vigente. 



 
 

Artículo 33 -Derecho a la libre expresión, información y participación- Las niñas, niños y adolescentes 

tienen derecho a: 

a) informarse, opinar y expresarse; 

b) creer y profesar cultos religiosos; 

c) participar en la vida política; 

d) asociarse y celebrar reuniones; 

e) usar, transitar y permanecer en los espacios públicos. 

 

Artículo 34 -Responsabilidad de los padres- Incumbe a los padres la responsabilidad primordial de 

la crianza y desarrollo de sus hijos/as para su protección y formación integral. La Ciudad de Buenos 

Aires respeta los derechos y deberes de los padres y les presta la ayuda necesaria para su ejercicio 

con plenitud y responsabilidad. 

 

TITULO III 

DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS DE PROTECCIÓN INTEGRAL 

 

CAPÍTULO PRIMERO 

PAUTAS BÁSICAS 

 

Artículo 35 –Ejes- Son ejes que sustentan las políticas públicas de protección integral de los 

derechos: 

a) descentralizar los organismos de aplicación de los programas específicos de las distintas 

políticas de protección integral a fin de garantizar mayor autonomía, agilidad y eficiencia; 

b) elaborar, desarrollar, monitorear, articular y evaluar los programas específicos de las distintas 

áreas de salud, educación, vivienda, recreación, trabajo, deporte, cultura, seguridad pública y 

social, con criterios de intersectorialidad e interdisciplinariedad y participación activa de la 

comunidad; 

c) propiciar la constitución de organizaciones y organismos para la defensa de los derechos de 

niños, niñas y adolescentes que brinden asesoramiento y patrocinio jurídico gratuito, deduzcan 

denuncias o promuevan acciones ante tribunales, asesorías, fiscalías y defensorías oficiales; 

d) promover la participación de diversos segmentos de la sociedad, en especial de los centros de 

estudiantes y de los grupos juveniles, generando desde el Estado los espacios necesarios para 

su creación y desarrollo; 

e) implementar servicios de identificación y localización de padres, madres y responsables, de 

niños y adolescentes; 

f) propender a la formación de redes sociales que conecten y optimicen los recursos existentes. 

 



 
 

CAPÍTULO SEGUNDO 

MEDIDAS DE PROTECCIÓN ESPECIAL DE DERECHOS 

 

Artículo 36 –Definición- Son medidas de protección especial aquellas que se adoptan cuando son 

amenazados, vulnerados o violados los derechos de niños, niñas y adolescentes. Son limitadas en 

el tiempo y se prolongan mientras persistan las causas que dieron origen a las amenazas o 

violaciones. 

 

Artículo 37 –Objetivos- Las medidas de protección especial tienen como objetivo la conservación o 

recuperación por parte del sujeto del ejercicio y goce de sus derechos vulnerados y la reparación de 

sus consecuencias. 

 

Artículo 38 -Alteración de la identidad- La privación, adulteración, modificación o sustitución de 

alguno de los elementos que integran la identidad de niñas, niños y adolescentes, se consideran 

amenazas o violaciones de este derecho. 

 

Artículo 39 –Comunicación- Toda persona que tomare conocimiento de la existencia de abuso físico, 

psíquico, sexual, trato negligente, malos tratos o explotación de niños, niñas y adolescentes debe 

comunicarlo inmediatamente a los organismos competentes y a las defensorías zonales creadas por 

la presente ley. Si fuere funcionario su incumplimiento lo hará pasible de sanción. 

 

Artículo 40 -Acciones sociales de protección- Cuando el organismo creado por la presente ley tome 

conocimiento de alguna amenaza o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes debe 

implementar en forma directa o a través de sus unidades descentralizadas, las acciones sociales de 

protección especial tendientes a proporcionar escucha, atención, contención y ayuda necesarias a 

las niñas, niños y adolescentes y a quienes cuiden de ellos. 

 

Artículo 41 -Intervención Judicial- La intervención judicial podrá ser requerida: 

a) por quien tenga interés legítimo como representante legal de niños, niñas y adolescentes o 

como miembro de su familia de parentesco o de la comunidad local; 

b) por los integrantes de los equipos técnicos que se desempeñen en los organismos creados por 

la presente ley; 

c) por el propio niño/a o adolescente en su resguardo. 

 

Artículo 42 -Formas alternativas de convivencia- Cuando medie inexistencia o privación del grupo 

familiar de pertenencia, las medidas de protección consisten en la búsqueda e individualización de 

alternativas para que niñas, niños y adolescentes convivan con personas vinculadas a ellos, a través 



 
 

de líneas de parentesco por consanguinidad o por afinidad, o con otros miembros de la familia 

ampliada o de la comunidad, según la costumbre local, en todos los casos teniendo en cuenta la 

opinión de niños, niñas y adolescentes. 

Cualesquiera de esas formas alternativas de convivencia, instrumentada por el organismo 

competente creado por la presente ley, configura una guarda provisoria de hecho. 

 

Artículo 43 -Desjudicialización de la pobreza- Cuando la amenaza o violación de derechos sea 

consecuencia de necesidades básicas insatisfechas, carencias o dificultades materiales, 

económicas, laborales o de vivienda, las medidas de protección a aplicar son los programas sociales 

establecidos por las políticas públicas, que deben brindar orientación, ayuda y apoyo incluso 

económico, con miras a la sustentación y fortalecimiento de los vínculos del grupo familiar 

responsable del cuidado de niñas, niños y adolescentes. 

 

Artículo 44 -Excepcionalidad de la internación- Sólo en forma excepcional, subsidiaria y por el más 

breve lapso posible puede recurrirse a la internación, debiéndose propiciar, a través de mecanismos 

rápidos y ágiles el regreso de niños, niñas y adolescentes a su grupo o medio familiar y comunitario 

y su reintegración social. En ningún caso, las medidas de protección pueden consistir en la privación 

de libertad. Las internaciones son supervisadas por las defensorías zonales creadas por la presente 

ley. 

 

TITULO IV 

AUTORIDADES DE APLICACION 

 

CAPÍTULO PRIMERO 

CONSEJO DE LOS DERECHOS DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES DE LA CIUDAD 

 

Artículo 45 -Creación y finalidad- Créase en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires el Consejo de 

los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes como organismo especializado que tiene a su cargo 

las funciones que le incumben a la Ciudad en materia de promoción y protección integral de los 

derechos de niños, niñas y adolescentes. 

 

Artículo 46 -Jerarquía Institucional – Autonomía- El Consejo integra el área Jefatura de Gobierno de 

la Ciudad y goza de autonomía técnica y administrativa y autarquía financiera. 

 

Artículo 47 –Composición- El Consejo está compuesto por: 

a) una Dirección Ejecutiva, 

b) un Plenario. 



 
 

Artículo 48 -Dirección Ejecutiva – Integración- La Dirección Ejecutiva está integrada por: 

a) un/a Presidente/a, 

b) un/a vicepresidente/a. 

 

Artículo 49 -Plenario – Integración- El Plenario está integrado por: 

a) El/la Presidente/a; 

b) El/la Vicepresidente/a; 

c) Un/a Subsecretario/a de la Secretaría de Salud; 

d) Un/a Subsecretario/a de la Secretaría de Educación; 

e) Un/a Subsecretario/a de la Secretaría de Promoción Social; 

f) Un/a Subsecretario/a de la Secretaría de Cultura; 

g) Un/a Subsecretario/a que tenga a su cargo la autoridad administrativa del trabajo en el ámbito 

del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires; 

h) Un/a Subsecretario/a o Funcionario/a de máxima jerarquía del organismo que se dedique a la 

promoción de los Derechos Humanos en el Gobierno de la Ciudad; 

i) Cinco (5) profesionales con formación y antecedentes científicos y técnicos, especializados en 

la temática de la niñez y adolescencia, designados por la Legislatura, que deben reflejar 

proporcionalmente la representación política de los bloques que la componen; 

j) Cinco (5) representantes designados por organizaciones no gubernamentales debidamente 

registradas, especializadas en los derechos contemplados por esta Ley. Uno (1) de los 

representantes debe pertenecer a las organizaciones no gubernamentales que se ocupen de 

niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales; 

k) Dos (2) representantes designados por el Consejo de la Juventud; 

l) Un (1) representante designado por la Asesoría General Tutelar; 

m) Cuatro (4) representantes de las defensorías de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes. 

 

Artículo 50 -Designación, jerarquía- El/la Presidente/a del Consejo es designado/a por el Jefe de 

Gobierno con rango de Secretario/a. 

El/la Vicepresidente/a es designado/a por el Jefe de Gobierno con rango de Subsecretario/a. 

Los/as subsecretarios/as o funcionarios/as de máxima jerarquía del Poder Ejecutivo de cada área 

que integran el Consejo son designados/as por el Jefe de Gobierno. 

Los/as representantes de la Legislatura son designados/as en la forma que aquella disponga. 

Los/as representantes del Consejo de la Juventud son designados/as por dicho organismo. 

Los/as representantes de las organizaciones no gubernamentales son designados/as por éstas en 

una asamblea convocada al efecto. Desempeñan sus funciones en forma honoraria. 

Las Defensorías Zonales establecen sus propios mecanismos para designar a sus representantes. 

 



 
 

Artículo 51 -Representación de género- En la integración del Consejo debe cumplirse con lo 

dispuesto por el art. 36 de la Constitución de la Ciudad #, no pudiendo incluirse más del setenta por 

ciento de personas del mismo sexo. 

 

Artículo 52 –Duración- Los miembros del Consejo duran dos (2) años en sus funciones pudiendo ser 

reelectos/as. Los/as subsecretarios/as o funcionarios/as son designados/as y removidos por el Poder 

Ejecutivo. 

 

Artículo 53 –Remoción- Es causal de remoción el mal desempeño de sus funciones. El Reglamento 

Interno que se dicte en el Consejo establecerá el procedimiento respectivo. 

 

Artículo 54 –Funciones- Son funciones del Consejo: 

a) definir la política anual del organismo a través de un Plan que articule transversalmente la 

acción de gobierno en todas las áreas y enunciar los criterios para la formulación estratégica 

de la misma; 

b) diseñar y aprobar los programas necesarios para el cumplimiento de los derechos consagrados 

y ratificados por la presente ley; 

c) asesorar y proponer al Gobierno de la Ciudad las políticas del área; 

d) articular las políticas públicas de todas las áreas de gobierno, en los aspectos vinculados con 

la infancia y la adolescencia; 

e) elaborar proyectos legislativos específicos; 

f) aprobar informes anuales que son elevados al Jefe de Gobierno y a la Legislatura; 

g) realizar la evaluación anual de lo actuado; 

h) evaluar los informes trimestrales presentados por las Defensorías; 

i) tomar las medidas para dar cumplimiento a las demandas pertinentes; 

j) proponer al Jefe de Gobierno el Presupuesto del Area, Planes y Cálculos de Recursos; 

k) promover la participación social de niñas, niños y adolescentes para el ejercicio pleno de la 

ciudadanía; 

l) realizar estudios, relevamientos, diagnósticos situacionales, investigaciones y recabar 

información de cualquier organismo público o privado; 

m) participar en el diseño de la política oficial de medios de comunicación vinculada con la materia; 

n) celebrar convenios con universidades e instituciones públicas o privadas; 

o) arbitrar los medios de seguimiento y control sobre los organismos del Gobierno de la Ciudad y 

las organizaciones no gubernamentales involucradas en la ejecución de políticas públicas; 

p) ser oído en la solicitud de personería jurídica que presenten las instituciones privadas de 

atención de niños, niñas y adolescentes; supervisar los proyectos de planes y programas de 

las mismas y peticionar en los casos que estime procedente la cancelación de dicha personería; 



 
 

q) recabar, recibir y canalizar las inquietudes de niños, niñas y adolescentes; 

r) organizar y dirigir el Registro Único de Aspirantes a la Adopción creado por la Ley 24.779 #; 

s) dictar su reglamento interno. 

 

Artículo 55 -Funciones del/la Presidente/a- Son funciones del/la Presidente/a: 

a) presidir las reuniones plenarias; 

b) representar a la Ciudad ante las autoridades y organismos nacionales e internacionales; 

c) elevar al Poder Ejecutivo el Presupuesto del Área, Planes y Cálculo de Recursos y fijar las 

remuneraciones; 

d) ejercer la legitimación procesal para actuar en todos los casos derivados de los fines y objetivos 

de la presente ley; 

e) denunciar ante las autoridades judiciales competentes las infracciones a leyes vigentes en 

materia de derechos de niñas, niños y adolescentes; 

f) recibir, donaciones, legados, herencias, subsidios y subvenciones que se le hicieran al 

Consejo, con la aprobación del Jefe de Gobierno o de la Legislatura, cuando corresponda. 

 

Artículo 56 -Funciones del/la Vicepresidente/a- Son funciones del/la Vicepresidente/a: 

a) reemplazar al presidente en caso de ausencia o vacancia; 

b) coordinar, asistir y supervisar el funcionamiento de las Defensorías Zonales de Derechos de 

Niños, Niñas y Adolescentes; 

c) llevar el registro de Organizaciones No Gubernamentales creado por esta ley; 

d) convocar a las asambleas de las organizaciones no gubernamentales y de las Defensorías 

Zonales; 

e) realizar toda otra función que determine el plenario. 

 

Artículo 57 -Ejecución de acciones y programas- La Secretaría de cada área del Poder Ejecutivo 

ejecuta las acciones y programas inherentes a su competencia. 

 

Artículo 58 -Funcionamiento del Consejo- El Consejo adopta sus decisiones en Plenario. Este se 

reúne por lo menos una vez cada dos (2) meses y sesiona con la mitad más uno de sus miembros. 

Adopta sus decisiones por mayoría de votos. En caso de empate vota el Presidente. 

Las reuniones extraordinarias se realizan a solicitud de la Dirección Ejecutiva o de por lo menos el 

veinte por ciento de los integrantes del Consejo. 

 

Artículo 59 -Unidad técnico administrativa- La Dirección Ejecutiva cuenta con una Unidad técnico -

administrativa que debe estar dotada de la infraestructura y equipamientos suficientes, recursos 



 
 

técnicos y profesionales idóneos. Su estructura básica comprende, por lo menos, las siguientes áreas 

de actividades: 

a) coordinación y cooperación interinstitucional; 

b) coordinación de programas y Defensorías; 

c) asistencia técnica, investigación, seguimiento y evaluación de programas, capacitación, 

comunicación y documentación; 

d) coordinación administrativa. 

 

CAPÍTULO SEGUNDO 

DEFENSORÍAS ZONALES DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

 

Artículo 60 –Creación- Créanse en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires las Defensorías Zonales 

como organismos descentralizados del Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes. 

Cada una de las Comunas cuenta, por lo menos, con una Defensoría. 

 

Artículo 61 -Objeto y fines- Las Defensorías Zonales tienen por objeto diseñar y desarrollar un 

sistema articulado de efectivización, defensa y resguardo de los derechos de niños, niñas y 

adolescentes. Deben ejecutar las políticas públicas específicas, implementando acciones con 

criterios interdisciplinarios y participación de los actores sociales. 

 

Artículo 62 –Composición- Las Defensorías Zonales están integradas por: 

a) un Consejo Consultivo; 

b) un Equipo técnico; 

c) una Unidad Administrativa. 

 

Artículo 63 -Integración del Consejo Consultivo- El Consejo Consultivo está integrado por: 

a) miembros de organismos e instituciones oficiales con sede en la comuna, pertenecientes, entre 

otras, a las áreas de salud, educación, recreación y promoción social; 

b) representantes de organizaciones barriales intermedias con actuación en la zona. 

Sus integrantes son elegidos en Asamblea que al efecto convoca el Equipo Técnico y se renuevan 

cada dos (2) años. Sus funciones son ad honorem. 

 

Artículo 64 -Integración del Equipo Técnico- El Equipo Técnico desempeña sus funciones de modo 

interdisciplinario y está integrado como mínimo por: 

a) un/a trabajador/a social; 

b) un/a psicóloga/o; 

c) un/a abogado/a; 



 
 

d) dos (2) promotoras/es de derechos de niños, niñas y adolescentes propuestos/as por las 

organizaciones barriales que acrediten experiencia y especialización en la temática de infancia 

y adolescencia. 

 

Artículo 65 -Designación del Equipo Técnico- Los/las integrantes del Equipo Técnico son 

designados/as por el Consejo de acuerdo a un sistema de Concursos. Para ser designado/a es 

necesario acreditar antecedentes de conocimientos, experiencia y capacitación en las temáticas a 

que se refiere la presente ley. 

El Consejo nombra a uno/a de los/as profesionales del Equipo Técnico como coordinador/a del 

mismo. 

 

Artículo 66 -Prioridad de asignación de recursos- La conformación del Equipo Técnico de cada 

Defensoría Zonal, así como los recursos que el Consejo les provea, responden a la prioridad, 

suficiencia y adecuación que requieran las particularidades propias de cada Comuna. 

 

Artículo 67 -Legitimación en causas judiciales- Las Defensorías Zonales son parte legítima en las 

causas judiciales. Todos los informes, pericias, diagnósticos, evaluaciones y demás actuaciones 

extrajudiciales realizadas por las Defensorías, deben ser agregadas al expediente judicial como 

prueba preconstituída, a los efectos de su valoración por el Juez evitando su reiteración innecesaria. 

 

Artículo 68 -Reuniones Plenarias- Las reuniones plenarias se efectúan por lo menos una vez al mes. 

Participan todas los integrantes de la Defensoría Zonal. En ellas: 

a) el Equipo Técnico informa las actividades realizadas y programadas; 

b) el Consejo Consultivo puede emitir opinión y sus dictámenes deben ser tenidos en cuenta por 

el Equipo Técnico para llevar a cabo acciones articuladas con la comunidad. 

 

Artículo 69 -Informes del Equipo Técnico- El Equipo Técnico elevará al Consejo un informe trimestral 

sobre el funcionamiento y desarrollo de la Defensoría Zonal. 

 

Artículo 70 -Funciones de las Defensorías- Son funciones de las Defensorías Zonales: 

a) difundir los principios emanados de la Convención Internacional de los Derechos del Niño y 

propiciar y apoyar todas aquellas acciones que promuevan dichos derechos; 

b) establecer los procedimientos para la implementación de programas de efectivización y de 

protección especial de los derechos de niñas, niños y adolescentes; 

c) brindar asesoramiento, orientación y atención ante situaciones de amenaza o violación de 

derechos de niños, niñas y adolescentes. Utilizar modalidades alternativas de resolución de 



 
 

conflictos. Las actuaciones Zonales constituirán instancias comunitarias alternativas a la 

intervención judicial o, en su caso, coadyuvantes o previas a ella; 

d) conformar y fortalecer una red articulada en el ámbito local para facilitar la confluencia de 

recursos destinados a problemáticas de amenaza o violación de los derechos de las niñas, 

niños y adolescentes; 

e) actualizar en forma permanente su capacitación; 

f) recibir los reclamos e inquietudes que formulen niños, niñas, adolescentes y cualquier otra 

persona de existencia visible o ideal con relación a los derechos contemplados por la presente 

ley. Canalizar esas expresiones a través de los organismos competentes; 

g) otorgar patrocinio jurídico gratuito, cuando lo estime necesario o conveniente, a niñas, niños, 

adolescentes y a miembros de su grupo familiar; 

h) dictaminar en el otorgamiento de subsidios a los grupos familiares de origen de niños, niñas y 

adolescentes o a integrantes de la familia ampliada o a miembros de la comunidad local, sean 

personas de existencia visible o ideal, para implementar medidas de efectivización o de 

protección especial de derechos, en las condiciones que los programas determinen; 

i) celebrar reuniones y sostener entrevistas o encuentros con miembros del grupo familiar, de la 

familia ampliada o de la comunidad local; 

j) realizar averiguaciones, efectuar diagnósticos, evaluar daños y perjuicios, dimensionar 

consecuencias e impactos, brindar apoyo, orientación, contención, seguimiento y 

acompañamiento para que niñas, niños y adolescentes mantengan o recuperen el disfrute y 

goce de sus derechos; 

k) llevar un registro de comunicaciones y confeccionar estadísticas de los reclamos que se le 

efectúen. Las estadísticas deberán contener entre otras variables, las diferentes problemáticas, 

personas involucradas, circuitos, acciones llevadas a cabo y resultados de las mismas; 

l) publicar y difundir el resultado de las estadísticas realizadas; 

m) recabar información, realizar averiguaciones y efectuar gestiones tendientes a verificar la 

existencia de incumplimientos a lo establecido por la presente ley; 

n) informar a las autoridades competentes las irregularidades constatadas. Las autoridades 

receptoras intervinientes deben comunicar al Consejo el estado de las investigaciones 

realizadas, sus resultados y las medidas adoptadas; 

o) interponer acción judicial contra todo acto que vulnere o restrinja los derechos de niños, niñas 

y adolescentes y sus familias como así también aquéllas que tengan por objeto la vigencia de 

principios, derechos y garantías asegurados por la presente ley; 

p) consultar y requerir copias de las actuaciones o piezas respectivas a fin de verificar el debido 

cumplimiento de las garantías procesales de niñas, niños y adolescentes así como el respeto 

de sus derechos a ser oídos en todo trámite administrativo o proceso judicial que los involucre 

o afecte; 



 
 

q) formular recomendaciones, propuestas o sugerencias a organismos públicos o privados 

respecto de cuestiones susceptibles de ser materia de investigación. 

r) remitir al Consejo relevamientos y diagnósticos situacionales actualizados, pertenecientes a 

las respectivas zonas y/o barrios donde funcione la Defensoría Zonal; 

s) sugerir modificaciones que aseguren un mejor funcionamiento de los servicios públicos 

atinentes a la niñez, la adolescencia y la familia; 

t) brindar asesoramiento y emitir dictámenes referidos a cuestiones temáticas de su competencia; 

u) proponer las reformas legales necesarias para garantizar los derechos de niños, niñas y 

adolescentes; 

v) procurar que las niñas, niños y adolescentes albergados por razones de urgencia, en forma 

transitoria, excepcional y subsidiaria, en pequeños hogares u organismos no gubernamentales, 

regresen a su grupo familiar o recuperen la convivencia con miembros de la familia ampliada o 

de la comunidad local facilitando la reinserción y contención en su medio afectivo y social. 

 

CAPÍTULO TERCERO 

ORGANISMOS DE ATENCIÓN 

 

Artículo 71 -Organismos de Atención – concepto- A los fines de la presente ley se consideran 

Organismos de Atención los organismos estatales y las organizaciones no gubernamentales que 

desarrollen programas o servicios de atención a niños, niñas y adolescentes. 

 

Artículo 72 –Obligaciones- Los Organismos de Atención deben cumplir con los derechos y garantías 

que emanan de esta ley, la Constitución de la Nación #, la Convención Internacional sobre los 

Derechos del Niño #, los Tratados Internacionales en los que el Estado Argentino sea parte y la 

Constitución de la Ciudad # y en especial: 

a) respetar y preservar la identidad de las niñas, niños y adolescentes y ofrecerles un ambiente 

de respeto y dignidad; 

b) respetar y preservar los vínculos familiares, evitando desmembrar o separar grupos de 

hermanos; 

c) brindar a los niños, niñas y adolescentes atención personalizada y en pequeños grupos 

evitando en todos los casos el hacinamiento y la promiscuidad; 

d) ofrecer instalaciones físicas en condiciones adecuadas de habitabilidad, higiene, salubridad, 

seguridad y respeto a la intimidad y privacidad de cada persona; 

e) asegurar la participación de las niñas, niños y adolescentes atendidos en la elaboración y el 

cumplimiento de pautas de convivencia; 

f) fortalecer la participación del grupo familiar en el proceso educativo; 



 
 

g) propiciar actividades culturales, deportivas y de recreación en el ámbito abierto de la 

comunidad; 

h) propiciar la educación y la formación para el trabajo en las instituciones públicas o privadas 

abiertas de la comunidad; 

i) evitar el traslado a otras instituciones alejadas del domicilio de niños, niñas y adolescentes; 

j) fomentar el desarrollo de actividades en las que participen ambos sexos; 

k) brindar atención integral de la salud mediante la derivación a los centros pertinentes; 

l) asegurar el apoyo para el regreso de niños, niñas y adolescentes a su ámbito familiar o 

comunitario; 

m) ofrecer vestuario y alimentación adecuados y suficientes; 

n) abstenerse bajo ningún pretexto de conculcar o limitar derecho alguno de niñas, niños o 

adolescentes que no haya sido objeto de restricción en la decisión judicial respectiva; 

o) asegurar asistencia religiosa a aquellos /as que lo deseen de acuerdo a sus propias creencias; 

p) realizar el estudio social y el seguimiento de cada situación; debiendo confeccionarse un legajo 

de cada persona atendida; 

q) mantener constantemente informado/a al niño, niña o adolescente atendido/a sobre su 

situación legal debiendo notificarle cada novedad que se produzca en la misma de forma 

inmediata y cada vez que el mismo lo requiera. No se admitirá ningún tipo de requisito para la 

formulación de este requerimiento; 

r) tramitar los documentos de identificación personal para aquellos/as que no los posean. 

 

Artículo 73 -Internación en caso de emergencia- Las entidades que cuenten con programas de 

albergue podrán, con carácter excepcional y de urgencia, alojar niñas, niños y adolescentes sin 

previa determinación de la autoridad judicial competente, debiendo comunicarlo a la misma dentro 

de las doce horas de acontecido. 

 

CAPÍTULO CUARTO 

REGISTRO DE ORGANISMOS NO GUBERNAMENTALES 

 

Artículo 74 –Creación- Créase en el ámbito del Consejo el Registro de organizaciones comunitarias 

y organismos no gubernamentales que tengan como objeto el trabajo sobre temáticas y cuestiones 

de cualquier índole, vinculadas directa o indirectamente a los derechos de niños, niñas y 

adolescentes. 

 

Artículo 75 -Obligatoriedad de la inscripción- Deben inscribirse en el Registro las organizaciones de 

la sociedad civil y en general las personas de existencia ideal que hayan obtenido su personería 



 
 

jurídica. Dicha inscripción constituye condición insoslayable para la celebración de convenios de 

cualquier naturaleza y alcance con instituciones oficiales en virtud de lo dispuesto en la presente ley. 

 

Artículo 76 -Funcionamiento y requisitos- El Consejo debe distribuir a todas las Defensorías Zonales 

la información actualizada acerca de las personas jurídicas y otras organizaciones comunitarias 

registradas. Las organizaciones al momento de su registración deben acompañar copia de los 

estatutos y nómina de sus directivos debiendo informar de las modificaciones que se produzcan en 

ambos. 

 

Artículo 77 -Fiscalización de organismos- El Consejo fiscaliza a los organismos y entidades 

gubernamentales y no gubernamentales, así como a las organizaciones comunitarias inscriptas en 

el Registro. Controla el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con la 

observancia de la presente ley. 

 

Artículo 78 –Sanciones- Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que correspondiera a sus 

directivos, funcionarios e integrantes, son aplicables a los organismos aludidos en el Art. 75, en caso 

de inobservancia de la presente ley o cuando incurran en amenaza o violación de derechos de niñas, 

niños y adolescentes, las siguientes medidas: 

a) advertencia; 

b) suspensión total o parcial de la transferencia de fondos públicos; 

c) suspensión del programa; 

d) intervención de establecimientos; 

e) cancelación de la inscripción en el registro. 

 

CAPÍTULO V 

REGISTRO DE PUBLICACIÓN Y BÚSQUEDA DE CHICOS PERDIDOS 

 

Artículo 79 –Creación de Registro- Crease en el ámbito del Consejo el Registro de publicación y 

búsqueda de chicos perdidos. 

 

Artículo 80 –Funciones-: 

a) Brindar todo tipo de información y orientación tendiente a la localización de los/las niños, niñas 

y adolescentes perdidos. 

b) Búsqueda de niños, niñas y adolescentes cuyo paradero es desconocido por sus padres o 

tutores. 

c) Difundir las imágenes de los niños, niñas y adolescentes perdidos, previa autorización de la 

autoridad competente. 



 
 

Artículo 81 -Deber de comunicar denuncias- Toda Organización No Gubernamental que posea un 

objeto vinculado a la promoción y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y 

que desarrolle su actividad en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, debe comunicar, al Registro 

de publicación y búsqueda de chicos perdidos, de modo inmediato y de la manera que la 

reglamentación lo determine, toda denuncia que reciba, con motivo de la pérdida de un niño, niña o 

adolescente. Junto con la comunicación debe remitir una copia de la denuncia recibida y toda otra 

información relativa al caso, que se encuentre en su conocimiento. 

 

CAPÍTULO VI 

PRESUPUESTO Y CONTROL FINANCIERO DEL CONSEJO. 

 

Artículo 82 -Presupuesto y Control Financiero- 

El Gobierno de la Ciudad debe incluir en el presupuesto anual, la partida necesaria y suficiente para 

el cumplimiento de la finalidad del organismo. 

Su actividad económica financiera y sus registros contables son fiscalizados por la Auditoría de la 

Ciudad. 

 

CLAUSULAS TRANSITORIAS 

 

Primera. La Ciudad realizará los convenios y gestiones que fueren menester para el paso a su órbita 

de todas aquellas funciones no federales que actualmente cumple el Consejo Nacional del Menor y 

la Familia en su territorio. Estos convenios deben incluir necesariamente el traspaso de las partidas 

presupuestarias para asegurar los objetivos de esta ley de acuerdo con lo establecido en el art. 9° 

inc. 4 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires # y el art. 75 inc. 2 pto. 5 de la Constitución 

de la Nación #. 

 

Segunda. En todo cuanto corresponda a la aplicación de normas nacionales en el ámbito de la 

Ciudad, la Ley N° 10.903 # no es aplicable en todo cuanto se oponga a la Convención Internacional 

sobre los Derechos del Niño #, ratificada por la Ley N° 23.849 #, e incluida en el artículo 75, inciso 

22 de la Constitución Nacional #. 

 

Tercera. Hasta tanto se constituya el Consejo de la Juventud, los representantes del mismo serán 

elegidos: uno por una asamblea de Organizaciones No Gubernamentales que nucleen a jóvenes, y 

el otro designado por las organizaciones estudiantiles de la Ciudad. 

 

 

 



 
 

Observaciones Generales: 

1. # La presente norma contiene referencias externas #  

2. Se deja constancia que las referencias al/los organismo/s consignados se refieren al/los 

mencionado/s en la norma o aquel/los que actualmente los hubieren sustituido en las 

atribuciones y funciones previstas en la presente. 

3. La cláusula transitoria tercera estipula condiciones hasta se constituya el Consejo de Juventud. 

En tanto hasta la actualidad el Consejo no se ha constituido se sugiere mantener dichas 

cláusulas en el texto definitivo. 

4. La Resolución N° 993/CDNNYA/2021, BOCBA N° 6212 del 10/09/2021 reglamenta Capítulo IV 

del Título IV de la presente Ley.  

5. Se deja constancia que la presente Ley menciona a la Ley Nacional N° 10.903 la cual fue 

abrogada por el artículo 76 de la Ley Nacional N° 26.061, BORA N° 30.767 del 26/10/2005. 

6. La Resolución 14/CDNNYA/2002, BOCBA N° 1428 del 25/04/2002 aprueba el Reglamento de 

Funcionamiento del Registro de Publicación y Búsqueda de Chicos Perdidos (creado por el 

Capítulo V de la presente Ley). 

 

  



 
 

ANEXO A 

LEY J - N° 114 

 

REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA 

DE MENORES (REGLAS DE BEIJING) 

 

Adoptadas por la Asamblea General en su resolución 40/33, de 28 de noviembre de 1985. 

 

PRIMERA PARTE 

PRINCIPIOS GENERALES 

 

1. Orientaciones fundamentales 

1.1 Los Estados Miembros procurarán, en consonancia con sus respectivos intereses generales, 

promover el bienestar del menor y de su familia. 

1.2 Los Estados Miembros se esforzarán por crear condiciones que garanticen al menor una vida 

significativa en la comunidad fomentando, durante el período de edad en que el menor es más 

propenso a un comportamiento desviado, un proceso de desarrollo personal y educación lo más 

exento de delito y delincuencia posible. 

1.3 Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin de reducir la necesidad de intervenir con 

arreglo a la ley, y de someter a tratamiento efectivo, humano y equitativo al menor que tenga 

problemas con la ley, se concederá la debida importancia a la adopción de medidas concretas que 

permitan movilizar plenamente todos los recursos disponibles, con inclusión de la familia, los 

voluntarios y otros grupos de carácter comunitario, así como las escuelas y otras instituciones de la 

comunidad. 

1.4 La justicia de menores se ha de concebir como una parte integrante del proceso de desarrollo 

nacional de cada país y deberá administrarse en el marco general de justicia social para todos los 

menores, de manera que contribuya a la protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden 

pacífico de la sociedad. 

1.5 Las presentes Reglas se aplicarán según el contexto de las condiciones económicas, sociales y 

culturales que predominen en cada uno de los Estados Miembros. 

1.6 Los servicios de justicia de menores se perfeccionarán y coordinarán sistemáticamente con miras 

a elevar y mantener la competencia de sus funcionarios, e incluso los métodos, enfoques y actitudes 

adoptados. 

 

Comentario 

 



 
 

Estas orientaciones básicas de carácter general se refieren a la política social en su conjunto y tienen 

por objeto promover el bienestar del menor en la mayor medida posible, lo que permitiría reducir al 

mínimo el número de casos en que haya de intervenir el sistema de justicia de menores y, a su vez, 

reduciría al mínimo los perjuicios que normalmente ocasiona cualquier tipo de intervención. Esas 

medidas de atención de los menores con fines de prevención del delito antes del comienzo de la vida 

delictiva constituyen requisitos básicos de política destinados a obviar la necesidad de aplicar las 

presentes Reglas. 

Las reglas 1.1 a 1.3 señalan el importante papel que una política social constructiva respecto al 

menor puede desempeñar, entre otras cosas, en la prevención del delito y la delincuencia juveniles. 

La regla 1.4 define la justicia de menores como parte integrante de la justicia social por los menores, 

mientras que la regla 1.6 se refiere a la necesidad de perfeccionar la justicia de menores de manera 

continua, para que no quede a la zaga de la evolución de una política social progresiva en relación 

con el menor en general, teniendo presente la necesidad de mejorar de manera coherente los 

servicios de personal. 

La regla 1.5 procura tener en cuenta las condiciones imperantes en los Estados Miembros, que 

podrían ocasionar que la manera de aplicar determinadas reglas en uno de ellos fuera 

necesariamente diferente de la manera adoptada en otros Estados. 

 

2. Alcance de las Reglas y definiciones utilizadas 

2.1 Las Reglas mínimas que se enuncian a continuación se aplicarán a los menores delincuentes 

con imparcialidad, sin distinción alguna, por ejemplo, de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 

política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 

cualquier otra condición. 

2.2 Para los fines de las presentes Reglas, los Estados Miembros aplicarán las definiciones 

siguientes en forma compatible con sus respectivos sistemas y conceptos jurídicos: 

a) Menor es todo niño o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, puede ser castigado 

por un delito en forma diferente a un adulto; 

b) Delito es todo comportamiento (acción u omisión) penado por la ley con arreglo al sistema 

jurídico de que se trate; y 

c) Menor delincuente es todo niño o joven al que se ha imputado la comisión de un delito o se le 

ha considerado culpable de la comisión de un delito. 

2.3 En cada jurisdicción nacional se procurará promulgar un conjunto de leyes, normas y 

disposiciones aplicables específicamente a los menores delincuentes, así como a los órganos e 

instituciones encargados de las funciones de administración de la justicia de menores, conjunto que 

tendrá por objeto: 

a) Responder a las diversas necesidades de los menores delincuentes, y al mismo tiempo 

proteger sus derechos básicos; 



 
 

b) Satisfacer las necesidades de la sociedad; 

c) Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que se enuncian a continuación. 

Comentario 

Las Reglas mínimas se han formulado deliberadamente de manera que sean aplicables en diferentes 

sistemas jurídicos y, al mismo tiempo, establezcan algunas normas mínimas para el tratamiento de 

los menores delincuentes con arreglo a cualquier definición de la noción de joven y a cualquier 

sistema de tratamiento de los menores delincuentes. Las Reglas se aplicarán siempre con 

imparcialidad y sin distinción alguna. 

Por lo tanto, la regla 2.1 destaca la importancia de que las Reglas se apliquen siempre con 

imparcialidad y sin distinción alguna. Su formación responde al principio 2 de la Declaración de los 

Derechos del Niño #. 

La regla 2.2 define "menor" y "delito" como componentes del concepto de "menor delincuente", que 

es el objeto principal de las presentes Reglas mínimas (no obstante, véanse también las reglas 3 y 

4). Cabe señalar que las reglas disponen expresamente que corresponderá a cada sistema jurídico 

nacional fijar las edades mínima y máxima a estos efectos, respetando así cabalmente los sistemas 

económico, social, político, cultural y jurídico de los Estados Miembros. Ello significa que la noción 

de "menor" se aplicará a jóvenes de edades muy diferentes, edades que van de los 7 años hasta los 

18 años o más. Dicha flexibilidad parece inevitable en vista de la diversidad de sistemas jurídicos 

nacionales, tanto más cuanto que no restringe los efectos de las Reglas mínimas. 

La regla 2.3 responde a la necesidad de leyes nacionales que tengan expresamente por objeto la 

aplicación óptima de las Reglas mínimas, tanto desde un punto de vista jurídico como práctico. 

 

3. Ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas 

3.1 Las disposiciones pertinentes de las Reglas no sólo se aplicarán a los menores delincuentes, 

sino también a los menores que puedan ser procesados por realizar cualquier acto concreto que no 

sea punible tratándose del comportamiento de los adultos. 

3.2 Se procurará extender el alcance de los principios contenidos en las Reglas a todos los menores 

comprendidos en los procedimientos relativos a la atención al menor y a su bienestar. 

3.3 Se procurará asimismo extender el alcance de los principios contenidos en las Reglas a los 

delincuentes adultos jóvenes. 

Comentario 

La regla 3 amplía el ámbito de aplicación de la protección otorgada por las Reglas mínimas para la 

administración de la justicia de menores de modo que abarque: 

a) Los llamados "delitos en razón de su condición" previstos en diversos sistemas jurídicos 

nacionales con arreglo a los cuales se considera delito en los menores una gama de 

comportamiento distinta y, por lo general, más amplia que en el caso de los adultos (por 



 
 

ejemplo, ausencias injustificadas, desobediencia en la escuela y en la familia, ebriedad en 

público, etc.) (regla 3.1); 

b) Los procedimientos relativos a la atención al menor y a su bienestar (regla 3.2); 

c) El procesamiento de los delincuentes adultos jóvenes, aunque en este caso la aplicación de 

las Reglas dependerá de las disposiciones pertinentes sobre la mayoría de edad (regla 3.3). 

La ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas de modo que abarquen las tres esferas antes 

mencionadas parece justificada. La regla 3.1 prevé garantías mínimas en esas esferas, y se estima 

que la regla 3.2 constituye un paso positivo en el establecimiento de un sistema más imparcial, 

equitativo y humano de justicia para todos los menores que transgredan la ley. 

 

4. Mayoría de edad penal 

4.1 En los sistemas jurídicos que reconozcan el concepto de mayoría de edad penal con respecto a 

los menores, su comienzo no deberá fijarse a una edad demasiado temprana habida cuenta de las 

circunstancias que acompañan la madurez emocional, mental e intelectual. 

Comentario 

La edad mínima a efectos de responsabilidad penal varía considerablemente en función de factores 

históricos y culturales. El enfoque moderno consiste en examinar si los niños pueden hacer honor a 

los elementos morales y sicológicos de responsabilidad penal; es decir, si puede considerarse al 

niño, en virtud de su discernimiento y comprensión individuales, responsable de un comportamiento 

esencialmente antisocial. Si el comienzo de la mayoría de edad penal se fija a una edad demasiado 

temprana o si no se establece edad mínima alguna, el concepto de responsabilidad perdería todo 

sentido. En general, existe una estrecha relación entre el concepto de responsabilidad que dimana 

del comportamiento delictivo o criminal y otros derechos y responsabilidades sociales (como el 

estado civil, la mayoría de edad a efectos civiles, etc.). 

Por consiguiente, es necesario que se hagan esfuerzos para convenir en una edad mínima razonable 

que pueda aplicarse a nivel internacional. 

 

5. Objetivos de la justicia de menores 

5.1 El sistema de justicia de menores hará hincapié en el bienestar de éstos y garantizará que 

cualquier respuesta a los menores delincuentes será en todo momento proporcionada a las 

circunstancias del delincuente y del delito. 

Comentario 

La regla 5 se refiere a dos de los más importantes objetivos de la justicia de menores. El primer 

objetivo es el fomento del bienestar del menor. Este es el enfoque principal de los sistemas jurídicos 

en que los menores delincuentes son procesados por tribunales de familia o autoridades 

administrativas, pero también debe hacerse hincapié en el bienestar de los menores en los sistemas 



 
 

judiciales que siguen el modelo del tribunal penal, contribuyendo así a evitar las sanciones 

meramente penales. (Véase también la regla 14.)  

El segundo objetivo es el "principio de la proporcionalidad". Este principio es conocido como un 

instrumento para restringir las sanciones punitivas, y se expresa principalmente mediante la fórmula 

de que el autor ha de llevarse su merecido según la gravedad del delito. La respuesta a los jóvenes 

delincuentes no sólo deberá basarse en el examen de la gravedad del delito, sino también en 

circunstancias personales. Las circunstancias individuales del delincuente (por ejemplo, su condición 

social, su situación familiar, el daño causado por el delito u otros factores en que intervengan 

circunstancias personales) han de influir en la proporcionalidad de la reacción (por ejemplo, teniendo 

en consideración los esfuerzos del delincuente para indemnizar a la víctima o su buena disposición 

para comenzar una vida sana y útil). 

Por el mismo motivo, las respuestas destinadas a asegurar el bienestar del joven delincuente pueden 

sobrepasar lo necesario y, por consiguiente, infringir los derechos fundamentales del joven, como ha 

ocurrido en algunos sistemas de justicia de menores. En este aspecto también corresponde 

salvaguardar la proporcionalidad de la respuesta en relación con las circunstancias del delincuente 

y del delito, incluida la víctima. 

En definitiva, la regla 5 sólo exige que la respuesta en los casos concretos de delincuencia o 

criminalidad de menores sea adecuada, ni más ni menos. Los temas que las reglas vinculan entre sí 

pueden contribuir a estimular adelantos en ambos sentidos: los tipos de respuesta nuevos e 

innovadores son tan necesarios como las precauciones para evitar cualquier ampliación indebida de 

la red de control social oficial sobre los menores. 

 

6. Alcance de las facultades discrecionales 

6.1 Habida cuenta de las diversas necesidades especiales de los menores, así como de la diversidad 

de medidas disponibles, se facultará un margen suficiente para el ejercicio de facultades 

discrecionales en las diferentes etapas de los juicios y en los distintos niveles de la administración 

de justicia de menores, incluidos los de investigación, procesamiento, sentencia y de las medidas 

complementarias de las decisiones. 

6.2 Se procurará, no obstante, garantizar la debida competencia en todas las fases y niveles en el 

ejercicio de cualquiera de esas facultades discrecionales. 

6.3 Los que ejerzan dichas facultades deberán estar especialmente preparados o capacitados para 

hacerlo juiciosamente y en consonancia con sus respectivas funciones y mandatos. 

Comentario 

Las reglas 6.1, 6.2 y 6.3 tratan varios aspectos importantes de una administración de justicia de 

menores eficaz, justa y humanitaria: la necesidad de permitir el ejercicio de las facultades 

discrecionales en todos los niveles importantes del procedimiento, de modo que los que adoptan 

determinaciones puedan tomar las medidas que estimen más adecuadas en cada caso particular, y 



 
 

la necesidad de prever controles y equilibrios a fin de restringir cualquier abuso de las facultades 

discrecionales y salvaguardar los derechos del joven delincuente. La competencia y el 

profesionalismo son los instrumentos más adecuados para restringir el ejercicio excesivo de dichas 

facultades. Por ello, se hace especial hincapié en la idoneidad profesional y en la capacitación de los 

expertos como un medio valioso para asegurar el ejercicio prudente de las facultades discrecionales 

en materia de delincuencia de menores. (Véanse también las reglas 1.6 y 2.2.) En este contexto, se 

pone de relieve la formulación de directrices concretas acerca del ejercicio de dichas facultades y el 

establecimiento de un sistema de revisión y de apelación u otro sistema análogo a fin de permitir el 

examen minucioso de las decisiones y la competencia. Esos mecanismos no se concretan en el 

presente documento, pues no se prestan fácilmente para incorporarlos en reglas mínimas 

internacionales, que probablemente no podrán abarcar todas las diferencias que existen en los 

sistemas judiciales. 

 

7. Derechos de los menores 

7.1 En todas las etapas del proceso se respetarán garantías procesales básicas tales como la 

presunción de inocencia, el derecho a ser notificado de las acusaciones, el derecho a no responder, 

el derecho al asesoramiento, el derecho a la presencia de los padres o tutores, el derecho a la 

confrontación con los testigos y a interrogar a éstos y el derecho de apelación ante una autoridad 

superior. 

Comentario 

La regla 7.1 hace hincapié en algunos aspectos importantes que representan elementos 

fundamentales de todo juicio imparcial y justo y que son internacionalmente reconocidos en los 

instrumentos de derechos humanos vigentes. (Véase también la regla 14.) La presunción de 

inocencia, por ejemplo, también figura en el artículo 11 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos # y en el párrafo 2 del artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

#. 

Las reglas 14 y siguientes de las presentes Reglas mínimas precisan cuestiones que son importantes 

con respecto al procedimiento en los asuntos de menores en particular, mientras que la regla 7.1 

ratifica en forma general las garantías procesales más fundamentales. 

 

8. Protección de la intimidad 

8.1 Para evitar que la publicidad indebida o el proceso de difamación perjudiquen a los menores, se 

respetará en todas las etapas el derecho de los menores a la intimidad. 

8.2 En principio, no se publicará ninguna información que pueda dar lugar a la individualización de 

un menor delincuente. 

Comentario 



 
 

La regla 8 destaca la importancia de la protección del derecho de los menores a la intimidad. Los 

jóvenes son particularmente vulnerables a la difamación. Los estudios criminológicos sobre los 

procesos de difamación han suministrado pruebas sobre los efectos perjudiciales (de diversos tipos) 

que dimanan de la individualización permanente de los jóvenes como "delincuentes" o "criminales". 

La regla 8 también hace hincapié en la importancia de proteger a los menores de los efectos adversos 

que pueden resultar de la publicación en los medios de comunicación de informaciones acerca del 

caso (por ejemplo, el nombre de los menores que se presume delincuentes o que son condenados). 

Corresponde proteger y defender, al menos en principio, el interés de la persona. (El contenido 

general de la regla 8 se sigue concretando en la regla 21.) 

 

9. Cláusulas de salvedad 

9.1 Ninguna disposición de las presentes Reglas podrá ser interpretada en el sentido de excluir a los 

menores del ámbito de la aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos # 

aprobadas por las Naciones Unidas y de otros instrumentos y normas reconocidos por la comunidad 

internacional relativos al cuidado y protección de los jóvenes. 

Comentario 

La regla 9 tiene por objeto evitar todo equívoco en lo tocante a la interpretación y aplicación de las 

presentes Reglas en consonancia con los principios contenidos en los instrumentos y normas 

internacionales pertinentes -- vigentes o en desarrollo -- relativos a los derechos humanos, como la 

Declaración Universal de Derechos Humanos #, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales # y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos #, la Declaración de 

los Derechos del Niño # y el proyecto de convención sobre los derechos del niño. Conviene precisar 

que la aplicación de las presentes Reglas es sin perjuicio del cumplimiento de cualesquiera 

instrumentos internacionales que contengan disposiciones de aplicación más amplia. (Véase también 

la regla 27.) 

 

SEGUNDA PARTE 

INVESTIGACIÓN Y PROCESAMIENTO 

 

10. Primer contacto 

10.1 Cada vez que un menor sea detenido, la detención se notificará inmediatamente a sus padres 

o su tutor, y cuando no sea posible dicha notificación inmediata, se notificará a los padres o al tutor 

en el más breve plazo posible. 

10.2 El juez, funcionario u organismo competente examinará sin demora la posibilidad de poner en 

libertad al menor. 

10.3 Sin perjuicio de que se consideren debidamente las circunstancias de cada caso, se 

establecerán contactos entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley y el menor 



 
 

delincuente para proteger la condición jurídica del menor, promover su bienestar y evitar que sufra 

daño. 

Comentario 

En principio, la regla 10.1 figura en la regla 92 de las Reglas mínimas para el tratamiento de los 

reclusos #. 

La posibilidad de poner en libertad al menor (regla 10.2) deberá ser examinada sin demora por el 

juez u otros funcionarios competentes. Por éstos se entiende toda persona o institución en el más 

amplio sentido de la palabra, incluidas las juntas de la comunidad y las autoridades de policía, que 

tengan facultades para poner en libertad a la persona detenida. (Véase también el párr. 3 del artículo 

9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos #.)  

La regla 10.3 trata de algunos aspectos fundamentales del procedimiento y del comportamiento que 

deben observar los agentes de policía y otros funcionarios encargados de hacer cumplir la ley en los 

casos de delincuencia de menores. La expresión "evitar daño" constituye una fórmula flexible que 

abarca múltiples aspectos de posible interacción (por ejemplo, el empleo de un lenguaje duro, la 

violencia física, el contacto con el ambiente). Como la participación en actuaciones de la justicia de 

menores puede por sí sola causar "daño" a los menores, la expresión "evitar daño" debe, por 

consiguiente, interpretarse en el sentido amplio de reducir al mínimo el daño al menor en la primera 

instancia, así como cualquier daño adicional o innecesario. Ello es de particular importancia en el 

primer contacto con las organizaciones encargadas de hacer cumplir la ley, que puede influir 

profundamente en la actitud del menor hacia el Estado y la sociedad. Además, el éxito de cualquier 

otra intervención depende en gran medida de esos primeros contactos. En tales casos, la 

comprensión y la firmeza bondadosa son importantes. 

 

11. Remisión de casos 

11.1 Se examinará la posibilidad, cuando proceda, de ocuparse de los menores delincuentes sin 

recurrir a las autoridades competentes, mencionadas en la regla 14.1 infra, para que los juzguen 

oficialmente. 

11.2 La policía, el Ministerio fiscal y otros organismos que se ocupen de los casos de delincuencia 

de menores estarán facultados para fallar dichos casos discrecionalmente, sin necesidad de vista 

oficial, con arreglo a los criterios establecidos al efecto en los respectivos sistemas jurídicos y también 

en armonía con los principios contenidos en las presentes Reglas. 

11.3 Toda remisión que signifique poner al menor a disposición de las instituciones pertinentes de la 

comunidad o de otro tipo estará supeditada al consentimiento del menor o al de sus padres o su 

tutor; sin embargo, la decisión relativa a la remisión del caso se someterá al examen de una autoridad 

competente, cuando así se solicite. 



 
 

11.4 Para facilitar la tramitación discrecional de los casos de menores, se procurará facilitar a la 

comunidad programas de supervisión y orientación temporales, restitución y compensación a las 

víctimas. 

Comentario 

La remisión, que entraña la supresión del procedimiento ante la justicia penal y, con frecuencia, la 

reorientación hacia servicios apoyados por la comunidad, se practica habitualmente en muchos 

sistemas jurídicos con carácter oficial y oficioso. Esta práctica sirve para mitigar los efectos negativos 

de la continuación del procedimiento en la administración de la justicia de menores (por ejemplo, el 

estigma de la condena o la sentencia). En muchos casos la no intervención sería la mejor respuesta. 

Por ello la remisión desde el comienzo y sin envío a servicios sustitutorios (sociales) puede constituir 

la respuesta óptima. Así sucede especialmente cuando el delito no tiene un carácter grave y cuando 

la familia, la escuela y otras instituciones de control social oficioso han reaccionado ya de forma 

adecuada y constructiva o es probable que reaccionen de ese modo. 

Como se prevé en la regla 11.2, la remisión puede utilizarse en cualquier momento del proceso de 

adopción de decisiones por la policía, el Ministerio fiscal u otros órganos como los tribunales, juntas 

o consejos. La remisión pueden realizarla una, varias o todas las autoridades, según las reglas y 

normas de los respectivos sistemas y en consonancia con las presentes Reglas. No debe limitarse 

necesariamente a los casos menores, de modo que la remisión se convierta en un instrumento 

importante. 

La regla 11.3 pone de relieve el requisito primordial de asegurar el consentimiento del menor 

delincuente (o de sus padres o tutores) con respecto a las medidas de remisión recomendadas (la 

remisión que consiste en la prestación de servicios a la comunidad sin dicho consentimiento, 

constituiría una infracción al Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso). No obstante, es 

necesario que la validez del consentimiento se pueda impugnar, ya que el menor algunas veces 

podría prestarlo por pura desesperación. La regla subraya que se deben tomar precauciones para 

disminuir al mínimo la posibilidad de coerción e intimidación en todos los niveles del proceso de 

remisión. Los menores no han de sentirse presionados (por ejemplo, a fin de evitar la comparecencia 

ante el tribunal) ni deben ser presionados para lograr su consentimiento en los programas de 

remisión. Por ello, se aconseja que se tomen disposiciones para una evaluación objetiva de la 

conveniencia de que intervenga una "autoridad competente cuando así se solicite" en las actuaciones 

relativas a menores delincuentes. (La "autoridad competente" puede ser distinta de la que se 

menciona en la regla 14.) 

La regla 11.4 recomienda que se prevean opciones sustitutorias viables del procesamiento ante la 

justicia de menores en la forma de una remisión basada en la comunidad. Se recomiendan 

especialmente los programas que entrañan la avenencia mediante la indemnización de la víctima y 

los que procuran evitar futuras transgresiones de la ley gracias a la supervisión y orientación 

temporales. Los antecedentes de fondo de los casos particulares determinarán el carácter adecuado 



 
 

de la remisión, aun cuando se hayan cometido delitos más graves (por ejemplo, el primer delito, el 

hecho que se haya cometido bajo la presión de los compañeros del menor, etc.) 

 

12. Especialización policial 

12.1 Para el mejor desempeño de sus funciones, los agentes de policía que traten a menudo o de 

manera exclusiva con menores o que se dediquen fundamentalmente a la prevención de la 

delincuencia de menores, recibirán instrucción y capacitación especial. En las grandes ciudades 

habrá contingentes especiales de policía con esa finalidad. 

Comentario 

La regla 12 señala la necesidad de impartir una formación especializada a todos los funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley que intervengan en la administración de la justicia de menores. 

Como la policía es el primer punto de contacto con el sistema de la justicia de menores, es muy 

importante que actúe de manera informada y adecuada. 

Aunque la relación entre la urbanización y el delito es sin duda compleja, el incremento de la 

delincuencia juvenil va unido al crecimiento de las grandes ciudades, sobre todo a un crecimiento 

rápido y no planificado. Por consiguiente, son indispensables contingentes especializados de policía, 

no sólo como garantía de la aplicación de los principios concretos previstos en el presente 

instrumento (como la regla 1.6), sino también, de forma más general, para mejorar la prevención y 

represión de la delincuencia de menores y el tratamiento de los menores delincuentes. 

 

13. Prisión preventiva 

13.1 Sólo se aplicará la prisión preventiva como último recurso y durante el plazo más breve posible. 

13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas sustitutorias de la prisión preventiva, como la 

supervisión estricta, la custodia permanente, la asignación a una familia o el traslado a un hogar o a 

una institución educativa. 

13.3 Los menores que se encuentren en prisión preventiva gozarán de todos los derechos y garantías 

previstos en las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas # por las Naciones 

Unidas. 

13.4 Los menores que se encuentren en prisión preventiva estarán separados de los adultos y 

recluidos en establecimientos distintos o en recintos separados en los establecimientos en que haya 

detenidos adultos. 

13.5 Mientras se encuentren bajo custodia, los menores recibirán cuidados, protección y toda la 

asistencia -- social, educacional, profesional, sicológica, médica y física -- que requieran, habida 

cuenta de su edad, sexo y características individuales. 

Comentario 

No se debe subestimar el peligro de que los menores sufran "influencias corruptoras" mientras se 

encuentren en prisión preventiva. De ahí la importancia de insistir en la necesidad de medidas 



 
 

sustitutorias. De esta forma la regla 13.1 anima a idear medidas nuevas e innovadoras que permitan 

evitar dicha prisión preventiva en interés del bienestar del menor. 

Los menores que se encuentren en prisión preventiva deben gozar de todos los derechos y garantías 

previstas en las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, así como en el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos #, especialmente en el artículo 9, en el inciso b del 

párrafo 2 del artículo 10 y en el párrafo 3 de dicho artículo. 

La regla 13.4 no impedirá a los Estados tomar otras medidas contra la influencia negativa de los 

delincuentes adultos que sean al menos tan eficaces como las mencionadas en la regla. 

Las diferentes formas de asistencia que pueden llegar a ser necesarias se han enumerado para 

señalar la amplia gama de necesidades concretas de los jóvenes reclusos que hay que atender (por 

ejemplo, mujeres u hombres, toxicómanos, alcohólicos, menores con perturbaciones mentales, 

jóvenes que sufren el trauma, por ejemplo, del propio arresto, etc.). 

Las diversas características físicas y sicológicas de los jóvenes reclusos pueden justificar medidas 

de clasificación por las que algunos de ellos estén recluidos aparte mientras se encuentren en prisión 

preventiva, lo que contribuye a evitar que se conviertan en víctimas de otros reclusos y permite 

prestarles una asistencia más adecuada. 

El Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 

Delincuente, en su resolución 4, sobre la elaboración de normas de justicia de menores, especificaba 

que dichas reglas debían, entre otras cosas, reflejar el principio básico de que la prisión preventiva 

debe usarse únicamente como último recurso, que no debe mantenerse a ningún menor en una 

institución donde sea vulnerable a las influencias negativas de reclusos adultos y que deben tenerse 

siempre en cuenta las necesidades propias de su estado de desarrollo. 

 

TERCERA PARTE 

DE LA SENTENCIA Y LA RESOLUCIÓN 

 

14. Autoridad competente para dictar sentencia 

14.1 Todo menor delincuente cuyo caso no sea objeto de remisión (con arreglo a la regla 11) será 

puesto a disposición de la autoridad competente (corte, tribunal, junta, consejo, etc.), que decidirá 

con arreglo a los principios de un juicio imparcial y equitativo. 

14.2 El procedimiento favorecerá los intereses del menor y se sustanciará en un ambiente de 

comprensión, que permita que el menor participe en él y se exprese libremente. 

Comentario 

No es fácil elaborar una definición de órgano o persona competente para dictar sentencia que goce 

de aceptación universal. Con "autoridad competente" se trata de designar a aquellas personas que 

presiden cortes o tribunales (unipersonales o colegiados), incluidos los jueces letrados y no letrados, 



 
 

así como las administrativas (por ejemplo, los sistemas escocés y escandinavo), u otros organismos 

comunitarios y más oficiosos de arbitraje, cuya naturaleza les faculte para dictar sentencia. 

Sea como fuere, el procedimiento aplicable a los menores delincuentes deberá ceñirse a las reglas 

mínimas que se aplican en casi todo el mundo a todo delincuente que disponga de defensa con 

arreglo al procedimiento penal conocido como "debido proceso legal". De conformidad con el debido 

proceso, en un "juicio imparcial y equitativo" deben darse garantías tales como la presunción de 

inocencia, la presentación y examen de testigos, la igualdad en materia de medios de defensa 

judicial, el derecho a no responder, el derecho a decir la última palabra en la vista, el derecho de 

apelación, etc. (Véase también la regla 7.1) 

 

15. Asesoramiento jurídico y derechos de los padres y tutores 

15.1 El menor tendrá derecho a hacerse representar por un asesor jurídico durante todo el proceso 

o a solicitar asistencia jurídica gratuita cuando esté prevista la prestación de dicha ayuda en el país. 

15.2 Los padres o tutores tendrán derecho a participar en las actuaciones y la autoridad competente 

podrá requerir su presencia en defensa del menor. No obstante, la autoridad competente podrá 

denegar la participación si existen motivos para presumir que la exclusión es necesaria en defensa 

del menor. 

Comentario 

La terminología que se usa en la regla 15.1 es similar a la de la regla 93 de las Reglas mínimas para 

el tratamiento de los reclusos #. Si bien el asesoramiento jurídico y la asistencia judicial gratuita son 

necesarias para garantizar la asistencia judicial al menor, el derecho de los padres o tutores a 

participar según se indica en la regla 15.2 debe considerarse como una asistencia general al menor, 

de naturaleza sicológica y emotiva, que se extiende a lo largo de todo el proceso. 

La autoridad competente, para dictar una sentencia justa en el caso, puede utilizar con provecho, 

sobre todo, la colaboración de los representantes legales del menor (o, a los mismos efectos, de 

algún otro asistente personal en el que el menor pueda depositar y deposite realmente su confianza). 

Este interés puede verse frustrado si la presencia de los padres o tutores en las vistas ejerce una 

influencia negativa, por ejemplo si manifiestan una actitud hostil hacia el menor, de ahí que deba 

preverse la posibilidad de su exclusión de la vista. 

 

16. Informes sobre investigaciones sociales 

16.1 Para facilitar la adopción de una decisión justa por parte de la autoridad competente, y a menos 

que se trate de delitos leves, antes de que esa autoridad dicte una resolución definitiva se efectuará 

una investigación completa sobre el medio social y las condiciones en que se desarrolla la vida del 

menor y sobre las circunstancias en las que se hubiere cometido el delito. 

Comentario 



 
 

Los informes preparados sobre la base de investigaciones de carácter social (informes sociales o 

informes previos a la sentencia) constituyen una ayuda indispensable en la mayoría de los procesos 

incoados a menores delincuentes. La autoridad competente debe estar informada de los 

antecedentes sociales y familiares del menor, su trayectoria escolar, sus experiencias educativas, 

etc. Con ese fin, en algunos ámbitos judiciales se recurre a servicios sociales especiales o a personal 

especializado que dependen de los tribunales o de las juntas. Otras clases de personal, como los 

agentes de libertad vigilada, pueden desempeñar las mismas funciones. Así la regla exige que haya 

servicios sociales adecuados que preparen informes especializados basados en investigaciones de 

carácter social. 

 

17. Principios rectores de la sentencia y la resolución 

17.1 La decisión de la autoridad competente se ajustará a los siguientes principios: 

a) La respuesta que se dé al delito será siempre proporcionada, no sólo a las circunstancias y la 

gravedad del delito, sino también a las circunstancias y necesidades del menor, así como a las 

necesidades de la sociedad; 

b) Las restricciones a la libertad personal del menor se impondrán sólo tras cuidadoso estudio y 

se reducirán al mínimo posible; 

c) Sólo se impondrá la privación de libertad personal en el caso de que el menor sea condenado 

por un acto grave en el que concurra violencia contra otra persona o por la reincidencia en 

cometer otros delitos graves, y siempre que no haya otra respuesta adecuada; 

d) En el examen de los casos se considerará primordial el bienestar del menor. 

17.2 Los delitos cometidos por menores no se sancionarán en ningún caso con la pena capital. 

17.3 Los menores no serán sancionados con penas corporales. 

17.4 La autoridad competente podrá suspender el proceso en cualquier momento. 

Comentario 

El principal problema con que se tropieza al elaborar directrices para la resolución judicial en casos 

de menores estriba en el hecho de que están sin resolver algunos conflictos entre opciones 

fundamentales, tales como los siguientes: 

a) Rehabilitación frente a justo merecido; 

b) Asistencia frente a represión y castigo; 

c) Respuesta en función de las circunstancias concretas de cada caso frente a respuesta en 

función de la protección de la sociedad en general; 

d) Disuasión de carácter general frente a incapacitación individual. 

Los conflictos entre estas opciones son más acusados en los casos de menores que en los casos de 

adultos. Con la diversidad de causas y respuestas que caracterizan a la delincuencia juvenil se da 

un intrincado entrelazamiento de estas alternativas. 

 



 
 

No incumbe a las presentes Reglas mínimas para la administración de la justicia de menores # 

prescribir el enfoque que haya que seguir, sino más bien determinar uno que esté en la mayor 

consonancia posible con los principios aceptados a escala internacional. Por consiguiente, los 

elementos fundamentales contenidos en la regla 17.1, especialmente en los incisos a y c, deben 

considerarse principalmente como directrices prácticas para establecer un punto de partida común; 

si las autoridades pertinentes actúan en consonancia con ellas (véase también la regla 5), podrán 

hacer una importante contribución a la protección de los derechos fundamentales de los menores 

delincuentes, especialmente los derechos fundamentales a la educación y al desarrollo de la 

personalidad. 

El inciso b de la regla 17.1 significa que los enfoques estrictamente punitivos no son adecuados. Si 

bien en los casos de adultos, y posiblemente también en los casos de delitos graves cometidos por 

menores, tenga todavía cierta justificación la idea de justo merecido y de sanciones retributivas, en 

los casos de menores siempre tendrá más peso el interés por garantizar el bienestar y el futuro del 

joven. 

De conformidad con la resolución 8 del Sexto Congreso de las Naciones Unidas, dicho inciso alienta 

el uso, en la mayor medida posible, de medidas sustitutorias de la reclusión en establecimientos 

penitenciarios teniendo presente el imperativo de responder a las necesidades concretas de los 

jóvenes. Debe, pues, hacerse pleno uso de toda la gama de sanciones sustitutorias existentes, y 

deben establecerse otras nuevas sanciones, sin perder de vista la seguridad pública. Habría de 

hacerse uso de la libertad vigilada en la mayor medida posible, mediante la suspensión de condenas, 

condenas condicionales, órdenes de las juntas y otras resoluciones. 

El inciso c de la regla 17.1 corresponde a uno de los principios rectores contenidos en la resolución 

4 del Sexto congreso, que propugna evitar el encarcelamiento en casos de menores salvo que no 

haya otra respuesta adecuada para proteger la seguridad pública. 

La disposición que prohíbe la pena capital, contenida en la regla 17.2, está en consonancia con el 

párrafo 5 del artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos #. 

La disposición por la que se prohíbe el castigo corporal (regla 17.3) está en consonancia con el 

artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos # y con la Declaración sobre la 

Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes #, así como la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 

o Degradantes # y el proyecto de convención sobre los derechos del niño. 

La facultad de suspender el proceso en cualquier momento (regla 17.4) es una característica 

inherente al tratamiento dado a los menores frente al dado a los adultos. En cualquier momento 

pueden llegar a conocimiento de la autoridad competente circunstancias que parezcan aconsejar la 

suspensión definitiva del proceso. 

 

18. Pluralidad de medidas resolutorias 



 
 

18.1 Para mayor flexibilidad y para evitar en la medida de lo posible el confinamiento en 

establecimientos penitenciarios, la autoridad competente podrá adoptar una amplia diversidad de 

decisiones. Entre tales decisiones, algunas de las cuales pueden aplicarse simultáneamente, figuran 

las siguientes: 

a) Ordenes en materia de atención, orientación y supervisión; 

b) Libertad vigilada; 

c) Ordenes de prestación de servicios a la comunidad; 

d) Sanciones económicas, indemnizaciones y devoluciones; 

e) Ordenes de tratamiento intermedio y otras formas de tratamiento; 

f) Ordenes de participar en sesiones de asesoramiento colectivo y en actividades análogas; 

g) Ordenes relativas a hogares de guarda, comunidades de vida u otros establecimientos 

educativos; 

h) Otras órdenes pertinentes. 

18.2 Ningún menor podrá ser sustraído, total o parcialmente, a la supervisión de sus padres, a no 

ser que las circunstancias de su caso lo hagan necesario. 

Comentario 

La regla 18.1 constituye un intento de enumerar algunas de las respuestas y sanciones importantes 

a que se ha recurrido hasta la fecha y cuyos buenos resultados han podido comprobarse en 

diferentes sistemas jurídicos. En general, constituyen opciones prometedoras que convendría 

difundir y perfeccionar. La regla no alude a las necesidades de personal, dado que en algunas 

regiones es previsible escasez de personal idóneo; en esas regiones pueden experimentarse o 

elaborarse medidas cuya aplicación exija menos personal. 

Los ejemplos citados en la regla 18.1 tienen en común, ante todo, el hecho de que se basan en la 

comunidad y apelan a su participación para la aplicación efectiva de resoluciones alternativas. Las 

correcciones aplicadas en la comunidad son una medida tradicional que asume en la actualidad 

múltiples facetas. Por ello debería alentarse a las autoridades pertinentes a que prestaran servicios 

de base comunitaria. 

La regla 18.2 hace referencia a la importancia de la familia que, de conformidad con el párrafo 1 del 

artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales #, es "el elemento 

natural y fundamental de la sociedad". Dentro de la familia, los padres tienen, no sólo el derecho, 

sino también la responsabilidad de atender y supervisar a sus hijos. Por consiguiente, la regla 18.2 

establece que la separación de los hijos respecto de sus padres sea una medida aplicada como 

último recurso. Sólo puede recurrirse a ella cuando los hechos que constituyen el caso exigen 

claramente la adopción de esta grave medida (por ejemplo, el abuso de menores). 

 

19. Carácter excepcional del confinamiento en establecimientos penitenciarios 



 
 

19.1 El confinamiento de menores en establecimientos penitenciarios se utilizará en todo momento 

como último recurso y por el más breve plazo posible. 

Comentario 

Los criminólogos más avanzados abogan por el tratamiento fuera de establecimientos penitenciarios. 

Las diferencias encontradas en el grado de eficacia del confinamiento en establecimientos 

penitenciarios comparado con las medidas que excluyen dicho confinamiento son pequeñas o 

inexistentes. Es evidente que las múltiples influencias negativas que todo ambiente penitenciario 

parece ejercer inevitablemente sobre el individuo no pueden neutralizarse con un mayor cuidado en 

el tratamiento. Sucede así sobre todo en el caso de los menores, que son especialmente vulnerables 

a las influencias negativas; es más, debido a la temprana etapa de desarrollo en que éstos se 

encuentran, no cabe duda de que tanto la pérdida de la libertad como el estar aislados de su contexto 

social habitual agudizan los efectos negativos. 

La regla 19 pretende restringir el confinamiento en establecimientos penitenciarios en dos aspectos: 

en cantidad ("último recurso") y en tiempo ("el más breve plazo posible"). La regla 19 recoge uno de 

los principios rectores básicos de la resolución 4 del Sexto Congreso de las Naciones Unidas: un 

menor delincuente no puede ser encarcelado salvo que no exista otra respuesta adecuada. La regla, 

por consiguiente, proclama el principio de que, si un menor debe ser confinado en un establecimiento 

penitenciario, la pérdida de la libertad debe limitarse al menor grado posible, a la vez que se hacen 

arreglos institucionales especiales para su confinamiento sin perder de vista las diferencias entre los 

distintos tipos de delincuentes, delitos y establecimientos penitenciarios. En definitiva, deben 

considerarse preferibles los establecimientos "abiertos" a los "cerrados". Por otra parte, cualquier 

instalación debe ser de tipo correccional o educativo antes que carcelario. 

 

20. Prevención de demoras innecesarias 

20.1 Todos los casos se tramitarán desde el comienzo de manera expedita y sin demoras 

innecesarias. 

Comentario 

La rapidez en la tramitación de los casos de menores es de fundamental importancia. De no ser así, 

peligrarían cualesquiera efectos positivos que el procedimiento y la resolución pudieran acarrear. 

Con el transcurso del tiempo, el menor tendrá dificultades intelectuales y sicológicas cada vez 

mayores, por no decir insuperables, para establecer una relación entre el procedimiento y la 

resolución, por una parte, y el delito, por otra. 

 

21. Registros 

21.1 Los registros de menores delincuentes serán de carácter estrictamente confidencial y no podrán 

ser consultados por terceros. Sólo tendrán acceso a dichos archivos las personas que participen 



 
 

directamente en la tramitación de un caso en curso, así como otras personas debidamente 

autorizadas. 

21.2 Los registros de menores delincuentes no se utilizarán en procesos de adultos relativos a casos 

subsiguientes en los que esté implicado el mismo delincuente. 

Comentario 

La regla trata de ser una transacción entre intereses contrapuestos en materia de registros y 

expedientes: los de los servicios de policía, el Ministerio fiscal y otras autoridades por aumentar la 

vigilancia, y los intereses del delincuente. (Véase también la regla 8.) La expresión "otras personas 

debidamente autorizadas" suele aplicarse, entre otros, a los investigadores. 

 

22. Necesidad de personal especializado y capacitado 

22.1 Para garantizar la adquisición y el mantenimiento de la competencia profesional necesaria a 

todo el personal que se ocupa de casos de menores, se impartirá enseñanza profesional, cursos de 

capacitación durante el servicio y cursos de repaso, y se emplearán otros sistemas adecuados de 

instrucción. 

22.2 El personal encargado de administrar la justicia de menores responderá a las diversas 

características de los menores que entran en contacto con dicho sistema. Se procurará garantizar 

una representación equitativa de mujeres y de minorías en los organismos de justicia de menores. 

Comentario 

Las personas competentes para conocer en estos casos pueden tener orígenes muy diversos (jueces 

municipales en el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y en las regiones en que ha tenido 

influencia el sistema jurídico de ese país; jueces con formación jurídica en los países que siguen el 

derecho romano y en las regiones de su influencia; personas con formación jurídica o sin ella 

designadas por elección o por nombramiento administrativo, miembros de juntas de la comunidad, 

etc., en otras regiones). Es indispensable que todas estas personas tengan siquiera una formación 

mínima en materia de derecho, sociología, sicología, criminología y ciencias del comportamiento. 

Esta es una cuestión a la que se atribuye tanta importancia como a la especialización orgánica y a 

la independencia de la autoridad competente. 

Tratándose de trabajadores sociales y de agentes de libertad vigilada, tal vez no sea viable la 

exigencia de especialización profesional como requisito previo para el desempeño de funciones en 

el ámbito de la delincuencia juvenil. De modo que la titulación mínima podrá obtenerse mediante la 

instrucción profesional en el empleo. 

Las titulaciones profesionales constituyen un elemento fundamental para garantizar la administración 

imparcial y eficaz de la justicia de menores. Por consiguiente, es necesario mejorar los sistemas de 

contratación, ascenso y capacitación profesional del personal y dotarlo de los medios necesarios 

para el desempeño correcto de sus funciones. 

 



 
 

Para lograr la imparcialidad de la administración de la justicia de menores debe evitarse todo género 

de discriminación por razones políticas, sociales, sexuales, raciales, religiosas, culturales o de otra 

índole en la selección, contratación y ascenso del personal encargado de la justicia de menores. Así 

lo recomendó el Sexto Congreso. Por otra parte, el Sexto Congreso hizo un llamamiento a los 

Estados Miembros para que garantizaran el tratamiento justo y equitativo de las mujeres como 

miembros del personal encargado de administrar la justicia penal y recomendó que se adoptaran 

medidas especiales para contratar, dar capacitación y facilitar el ascenso de personal femenino en 

la administración de la justicia de menores. 

 

CUARTA PARTE 

TRATAMIENTO FUERA DE LOS ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS 

 

23. Ejecución efectiva de la resolución 

23.1 Se adoptarán disposiciones adecuadas para la ejecución de las órdenes que dicte la autoridad 

competente, y que se mencionan en la regla 14.1, por esa misma autoridad o por otra distinta si las 

circunstancias así lo exigen. 

23.2 Dichas disposiciones incluirán la facultad otorgada a la autoridad competente para modificar 

dichas órdenes periódicamente según estime pertinente, a condición de que la modificación se 

efectúe en consonancia con los principios enunciados en las presentes Reglas. 

Comentario 

En los casos de menores, más que en los de adultos, las resoluciones tienden a influir en la vida del 

menor durante largos períodos de tiempo. De ahí la importancia de que la autoridad competente o 

un órgano independiente (junta de libertad bajo palabra, autoridad encargada de supervisar la libertad 

vigilada, institución de bienestar juvenil u otras autoridades) con calificaciones iguales a las de la 

autoridad competente que conoció del caso originalmente, supervisen la ejecución de la sentencia. 

La creación del cargo de juez de la ejecución de penas en algunos países obedece a este propósito. 

La composición, los poderes y las funciones de la autoridad deben ser flexibles; en la regla 23 se 

describen en general con objeto de facilitar su amplia aceptación. 

 

24. Prestación de asistencia 

24.1 Se procurará proporcionar a los menores, en todas las etapas del procedimiento, asistencia en 

materia de alojamiento, enseñanza o capacitación profesional, empleo o cualquiera otra forma de 

asistencia, útil y práctica, para facilitar el proceso de rehabilitación. 

Comentario 

La consideración fundamental es la promoción del bienestar del menor. Por tanto, la regla 24 subraya 

la importancia de facilitar instalaciones, servicios y otra asistencia necesaria que redunde en los 

mejores intereses del menor durante todo el proceso de rehabilitación. 



 
 

25. Movilización de voluntarios y otros servicios de carácter comunitario 

25.1 Se recurrirá a los voluntarios, a las organizaciones de voluntarios, a las instituciones locales y a 

otros recursos de la comunidad para que contribuyan eficazmente a la rehabilitación del menor en 

un ambiente comunitario y, en la forma en que ésta sea posible, en el seno de la unidad familiar. 

Comentario 

Esta regla refleja la necesidad de que todas las actividades relacionadas con los delincuentes 

menores estén orientadas a la rehabilitación. La cooperación de la comunidad es indispensable para 

seguir eficazmente las directrices de la autoridad competente. Los voluntarios y los servicios de 

carácter voluntario, en particular, resultan una fuente de actividades útiles, en gran medida no 

utilizada actualmente. En algunos casos, la cooperación de antiguos delincuentes (incluidos antiguos 

toxicómanos) puede ser extremadamente valiosa. 

La regla 25 deriva de los principios estipulados en las reglas 1.1 a 1.6 y sigue las disposiciones 

pertinentes del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos #. 

 

QUINTA PARTE 

TRATAMIENTO EN ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS 

 

26. Objetivos del tratamiento en establecimientos penitenciarios 

26.1 La capacitación y el tratamiento de menores confinados en establecimientos penitenciarios 

tienen por objeto garantizar su cuidado y protección, así como su educación y formación profesional 

para permitirles que desempeñen un papel constructivo y productivo en la sociedad. 

26.2 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios recibirán los cuidados, la protección 

y toda la asistencia necesaria -- social, educacional, profesional, sicológica, médica y física -- que 

puedan requerir debido a su edad, sexo y personalidad y en interés de su desarrollo sano. 

26.3 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios se mantendrán separados de los 

adultos y estarán detenidos en un establecimiento separado o en una parte separada de un 

establecimiento en el que también estén encarcelados adultos. 

26.4 La delincuente joven confinada en un establecimiento merece especial atención en lo que atañe 

a sus necesidades y problemas personales. En ningún caso recibirá menos cuidados, protección, 

asistencia, tratamiento y capacitación que el delincuente joven. Se garantizará su tratamiento 

equitativo. 

26.5 En el interés y bienestar del menor confinado en un establecimiento penitenciario, tendrán 

derecho de acceso los padres o tutores. 

26.6 Se fomentará la cooperación entre los ministerios y los departamentos para dar formación 

académica o, según proceda, profesional adecuada al menor que se encuentre confinado en un 

establecimiento penitenciario a fin de garantizar que al salir no se encuentre en desventaja en el 

plano de la educación. 



 
 

Comentario 

Los objetivos del tratamiento en establecimientos, tal como se enuncian en las reglas 26.1 y 26.2, 

serían aceptables para cualquier sistema o cultura. No obstante, dichos objetivos no se han 

alcanzado en todos los lugares y aún queda mucho por hacer en este sentido. 

La asistencia médica y sicológica, en particular, es extremadamente importante para los toxicómanos 

confinados en establecimientos, y para los jóvenes violentos y enfermos mentales. 

Evitar las influencias negativas ejercidas por delincuentes adultos y proteger el bienestar del menor 

en un ambiente penitenciario, como se estipula en la regla 26.3, está en armonía con los principios 

rectores básicos de las Reglas establecidos por el Sexto Congreso en su resolución 4. Esta regla no 

impedirá a los Estados tomar otras medidas contra la influencia negativa de los delincuentes adultos 

que sean al menos tan eficaces como las mencionadas en la regla. (Véase también la regla 13.4) 

La regla 26.4 obedece a que las delincuentes suelen recibir menos atención que los delincuentes, 

como indicó el Sexto Congreso. En particular, la resolución 9 del Sexto Congreso pide que se dé un 

tratamiento equitativo a la delincuente en todas las etapas del proceso de justicia penal y que se 

preste especial atención a sus problemas y necesidades particulares mientras esté confinada. 

Además, esta regla debería también considerarse teniendo en cuenta la Declaración de Caracas del 

Sexto Congreso que, entre otras cosas, pide un tratamiento igual en la administración de justicia 

penal, y la Declaración sobre la eliminación de la discriminación contra la mujer # y la Convención 

sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer #. 

El derecho de acceso (regla 26.5) dimana de las disposiciones de las reglas 7.1, 10.1, 15.2 y 18.2. 

La cooperación entre ministerios y entre departamentos (regla 26.6) es de particular importancia para 

mejorar en términos generales la calidad del tratamiento y la capacitación en los establecimientos 

penitenciarios. 

 

27. Aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas por las Naciones 

Unidas 

27.1 En principio, las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos # y las recomendaciones 

conexas serán aplicables en la medida pertinente al tratamiento de los menores delincuentes en 

establecimientos penitenciarios, inclusive los que estén en prisión preventiva. 

27.2 Con objeto de satisfacer las diversas necesidades del menor específicas a su edad, sexo y 

personalidad, se procurará aplicar los principios pertinentes de las mencionadas Reglas mínimas 

para el tratamiento de los reclusos # en toda la medida de lo posible. 

Comentario 

Las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos # figuran entre los primeros instrumentos de 

ese tipo promulgados por las Naciones Unidas. En general se reconoce que dichas Reglas han tenido 

consecuencias a escala mundial. Pese a que hay países en los que su aplicación es más una 



 
 

aspiración que una realidad, esas Reglas siguen ejerciendo una importante influencia en la 

administración humanitaria y equitativa de los establecimientos correccionales. 

Algunos principios fundamentales relativos a los menores delincuentes en establecimientos 

penitenciarios están recogidos ya en las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos # 

(cuartos destinados al alojamiento, características arquitectónicas de los locales, camas, ropas, 

quejas y peticiones, contactos con el mundo exterior, alimentación, atención médica, servicios 

religiosos, separación por edades, personal, trabajo, etc.), así como los relativos a las medidas 

punitivas, disciplinarias y de coerción aplicables a los delincuentes peligrosos. Sería inoportuno 

modificar dichas Reglas mínimas en función de las características especiales que han de tener los 

establecimientos penitenciarios de menores dentro del ámbito de las presentes Reglas mínimas para 

la administración de la justicia de menores. 

La regla 27 se centra en los requisitos necesarios aplicables a un menor confinado en un 

establecimiento penitenciario (regla 27.1), así como en las diversas necesidades específicas a su 

edad, sexo y personalidad (regla 27.2). Por consiguiente, los objetivos y el contenido de la regla están 

relacionados con las disposiciones pertinentes de las Reglas mínimas para el tratamiento de los 

reclusos #. 

 

28. Frecuente y pronta concesión de la libertad condicional 

28.1 La autoridad pertinente recurrirá en la mayor medida posible a la libertad condicional y la 

concederá tan pronto como sea posible. 

28.2 Los menores en libertad condicional recibirán asistencia del correspondiente funcionario a cuya 

supervisión estarán sujetos, y el pleno apoyo de la comunidad. 

Comentario 

La facultad para conceder la libertad condicional puede conferirse a la autoridad que se menciona 

en la regla 14.1 o a una autoridad distinta. De ahí que en el presente caso proceda hablar de 

"correspondiente" y no de autoridad "competente". 

Cuando las circunstancias lo permitan, se deberá optar por conceder la libertad condicional en lugar 

de dejar que el menor cumpla toda la pena. Cuando se tengan pruebas de un progreso satisfactorio 

hacia la rehabilitación, siempre que sea posible podrá concederse la libertad condicional, incluso a 

delincuentes que se consideraron peligrosos en el momento de su confinamiento en un 

establecimiento penitenciario. Al igual que la libertad vigilada, la libertad condicional podrá 

supeditarse al cumplimiento satisfactorio de los requisitos especificados por las autoridades 

pertinentes durante un período de tiempo estipulado en la orden, por ejemplo, el relativo al "buen 

comportamiento" del delincuente, la participación en programas comunitarios, su residencia en 

establecimientos de transición, etc. 

 



 
 

Cuando se conceda la libertad condicional a un delincuente se deberá designar a un agente de 

libertad vigilada o a otro funcionario para que supervise su comportamiento y le preste asistencia (en 

particular si aún no se ha implantado el régimen de libertad vigilada), y estimular el apoyo de la 

comunidad. 

 

29. Sistemas intermedios 

29.1 Se procurará establecer sistemas intermedios como establecimientos de transición, hogares 

educativos, centros de capacitación diurnos y otros sistemas pertinentes que puedan facilitar la 

adecuada reintegración de los menores a la sociedad. 

Comentario 

No hace falta subrayar la importancia de la asistencia postcarcelaria. La presente regla hace hincapié 

en la necesidad de establecer una red de mecanismos intermedios. 

Esta regla recalca también la necesidad de una gama de instalaciones y servicios destinados a 

satisfacer las necesidades del joven delincuente que vuelve a la comunidad y a facilitar 

asesoramiento y apoyo estructural como un paso importante hacia la buena reintegración en la 

sociedad. 

 

SEXTA PARTE 

INVESTIGACIÓN, PLANIFICACIÓN Y FORMULACIÓN Y EVALUACIÓN DE POLÍTICAS 

 

30. La investigación como base de la planificación y de la formulación y la evaluación de políticas 

30.1 Se procurará organizar y fomentar las investigaciones necesarias como base para una 

planificación y una formulación de políticas que sean efectivas. 

30.2 Se procurará revisar y evaluar periódicamente las tendencias, los problemas y las causas de la 

delincuencia y criminalidad de menores, así como las diversas necesidades particulares del menor 

en custodia. 

30.3 Se procurará establecer con carácter regular un mecanismo de evaluación e investigación en el 

sistema de administración de justicia de menores y recopilar y analizar los datos y la información 

pertinentes con miras a la debida evaluación y perfeccionamiento ulterior de dicho sistema. 

30.4 La prestación de servicios en la administración de justicia de menores se preparará y ejecutará 

de modo sistemático como parte integrante de los esfuerzos de desarrollo nacional. 

Comentario 

La utilización de la investigación como base de una política racional de justicia de menores se ha 

reconocido ampliamente que constituye un importante mecanismo para lograr que las medidas 

prácticas tengan en cuenta la evolución y el mejoramiento continuos del sistema de justicia de 

menores. En la esfera de la delincuencia de menores es especialmente importante la influencia 

recíproca entre la investigación y las políticas. Debido a los cambios rápidos y a menudo 



 
 

espectaculares del estilo de vida de la juventud y de las formas y dimensiones de la criminalidad de 

menores, la respuesta de la sociedad y la justicia a la criminalidad y a la delincuencia de menores 

pronto quedan anticuadas e inadecuadas. 

Por consiguiente, la regla 30 establece criterios para integrar la investigación en el proceso de 

formulación y aplicación de políticas en la administración de justicia de menores. La regla subraya 

en particular la necesidad de una revisión y evaluación regulares de los actuales programas y 

medidas y de una planificación en el contexto más amplio de los objetivos globales de desarrollo. 

La evaluación constante de las necesidades del menor, así como de las tendencias y problemas de 

la delincuencia, es un requisito previo para perfeccionar los métodos de formulación de políticas 

adecuadas y establecer intervenciones apropiadas estructuradas y no estructuradas. En este 

contexto, la investigación por personas y órganos independientes debería recibir el respaldo de 

agencias competentes, y para ello podrá ser útil recabar y tener en cuenta las opiniones del propio 

menor, no sólo de aquellos que están en contacto con el sistema. 

El proceso de planificación debe subrayar en particular un sistema más eficaz y equitativo de 

suministro de los servicios necesarios. Para ello debería efectuarse una evaluación detallada y 

regular de la amplia gama de necesidades y problemas particulares del menor y una determinación 

precisa de las prioridades. A este respecto, debería también coordinarse el empleo de los recursos 

existentes, en particular las medidas sustitutorias y el apoyo de la comunidad que servirían para 

elaborar determinados procedimientos encaminados a aplicar y supervisar los programas 

establecidos. 

 

Observaciones Generales: 

1. # La presente norma contiene referencias externas#  

2. Se deja constancia que el presente Anexo no fue publicado, por lo que su texto fue extraído 

del sitio web oficial del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

(ACNUDH): http://www.ohchr.org 

  



 
 

ANEXO B 

LEY J – N° 114 

 

REGLAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA PROTECCIÓN DE LOS MENORES PRIVADOS 

DE LIBERTAD 

 

Adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990. 

 

I. PERSPECTIVAS FUNDAMENTALES 

 

1. El sistema de justicia de menores deberá respetar los derechos y la seguridad de los menores y 

fomentar su bienestar físico y mental. El encarcelamiento deberá usarse como último recurso. 

 

2. Sólo se podrá privar de libertad a los menores de conformidad con los principios y procedimientos 

establecidos en las presentes Reglas, así como en las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para 

la administración de la justicia de menores # (Reglas de Beijing) 82. La privación de libertad de un 

menor deberá decidirse como último recurso y por el período mínimo necesario y limitarse a casos 

excepcionales. La duración de la sanción debe ser determinada por la autoridad judicial sin excluir la 

posibilidad de que el menor sea puesto en libertad antes de ese tiempo. 

 

3. El objeto de las presentes Reglas es establecer normas mínimas aceptadas por las Naciones 

Unidas para la protección de los menores privados de libertad en todas sus formas, compatibles con 

los derechos humanos y las libertades fundamentales, con miras a contrarrestar los efectos 

perjudiciales de todo tipo de detención y fomentar la integración en la sociedad. 

 

4. Las Reglas deberán aplicarse imparcialmente a todos los menores, sin discriminación alguna por 

motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacionalidad, opinión política o de otra índole, 

prácticas o creencias culturales, patrimonio, nacimiento, situación de familia, origen étnico o social o 

incapacidad. Se deberán respetar las creencias religiosas y culturales, así como las prácticas y 

preceptos morales de los menores. 

 

5. Las Reglas están concebidas para servir de patrones prácticos de referencia y para brindar 

alicientes y orientación a los profesionales que participen en la administración del sistema de justicia 

de menores. 

 

6. Las Reglas deberán ponerse a disposición del personal de justicia de menores en sus idiomas 

nacionales. Los menores que no conozcan suficientemente el idioma hablado por el personal del 



 
 

establecimiento de detención tendrán derecho a los servicios gratuitos de un intérprete siempre que 

sea necesario, en particular durante los reconocimientos médicos y las actuaciones disciplinarias. 

 

7. Cuando corresponda, los Estados deberán incorporar las presentes Reglas a su legislación o 

modificarla en consecuencia y establecer recursos eficaces en caso de inobservancia, incluida la 

indemnización en los casos en que se causen perjuicios a los menores. Los Estados deberán además 

vigilar la aplicación de las Reglas. 

 

8. Las autoridades competentes procurarán sensibilizar constantemente al público sobre el hecho de 

que el cuidado de los menores detenidos y su preparación para su reintegración en la sociedad 

constituyen un servicio social de gran importancia y, a tal efecto, se deberá adoptar medidas eficaces 

para fomentar los contactos abiertos entre los menores y la comunidad local. 

 

9. Ninguna de las disposiciones contenidas en las presentes Reglas deberá interpretarse de manera 

que excluya la aplicación de los instrumentos y normas pertinentes de las Naciones Unidas ni de los 

referentes a los derechos humanos, reconocidos por la comunidad internacional, que velen mejor 

por los derechos; la atención y la protección de los menores, de los niños y de todos los jóvenes. 

 

10. En el caso de que la aplicación práctica de las reglas específicas contenidas en las secciones II 

a V, inclusive, sea incompatible con las reglas que figuran en la presente sección estas últimas 

prevalecerán sobre las primeras. 

 

II. ALCANCE Y APLICACIÓN DE LAS REGLAS 

 

11. A los efectos de las presentes Reglas, deben aplicarse las definiciones siguientes: 

a) Se entiende por menor toda persona de menos de 18 años de edad. La edad límite por debajo 

de la cual no se permitirá privar a un niño de su libertad debe fijarse por ley; 

b) Por privación de libertad se entiende toda forma de detención o encarcelamiento, así como el 

internamiento en un establecimiento público o privado del que no se permita salir al menor por 

su propia voluntad, por orden de cualquier autoridad judicial, administrativa u otra autoridad 

pública. 

 

12. La privación de la libertad deberá efectuarse en condiciones y circunstancias que garanticen el 

respeto de los derechos humanos de los menores. Deberá garantizarse a los menores recluidos en 

centros el derecho a disfrutar de actividades y programas útiles que sirvan para fomentar y asegurar 

su sano desarrollo y su dignidad, promover su sentido de responsabilidad e infundirles actitudes y 

conocimientos que les ayuden a desarrollar sus posibilidades como miembros de la sociedad. 



 
 

13. No se deberá negar a los menores privados de libertad, por razón de su condición, los derechos 

civiles, económicos, políticos, sociales o culturales que les correspondan de conformidad con la 

legislación nacional o el derecho internacional y que sean compatibles con la privación de la libertad. 

 

14. La protección de los derechos individuales de los menores por lo que respecta especialmente a 

la legalidad de la ejecución de las medidas de detención será garantizada por la autoridad 

competente, mientras que los objetivos de integración social deberán garantizarse mediante 

inspecciones regulares y otras formas de control llevadas a cabo, de conformidad con las normas 

internacionales, la legislación y los reglamentos nacionales, por un órgano debidamente constituido 

que esté autorizado para visitar a los menores y que no pertenezca a la administración del centro de 

detención. 

 

15. Las presentes Reglas se aplican a todos los centros y establecimientos de detención de cualquier 

clase o tipo en donde haya menores privados de libertad. Las partes I, II, IV y V de las Reglas se 

aplican a todos los centros y establecimientos de internamiento en donde haya menores detenidos, 

en tanto que la parte III se aplica a menores bajo arresto o en espera de juicio. 

 

16. Las Reglas serán aplicadas en el contexto de las condiciones económicas, sociales y culturales 

imperantes en cada Estado Miembro. 

 

III. MENORES DETENIDOS O EN PRISIÓN PREVENTIVA 

 

17. Se presume que los menores detenidos bajo arresto o en espera de juicio son inocentes y 

deberán ser tratados como tales. En la medida de lo posible, deberá evitarse y limitarse a 

circunstancias excepcionales la detención antes del juicio. En consecuencia, deberá hacerse todo lo 

posible por aplicar medidas sustitutorias. Cuando, a pesar de ello, se recurra a la detención 

preventiva, los tribunales de menores y los órganos de investigación deberán atribuir máxima 

prioridad a la más rápida tramitación posible de esos casos a fin de que la detención sea lo más 

breve posible. Los menores detenidos en espera de juicio deberán estar separados de los declarados 

culpables. 

 

18. Las condiciones de detención de un menor que no haya sido juzgado deberán ajustarse a las 

reglas siguientes, y a otras disposiciones concretas que resulten necesarias y apropiadas, dadas las 

exigencias de la presunción de inocencia, la duración de la detención y la condición jurídica y 

circunstancias de los menores. Entre esas disposiciones figurarán las siguientes, sin que esta 

enumeración tenga carácter taxativo: 



 
 

a) Los menores tendrán derecho al asesoramiento jurídico y podrán solicitar asistencia jurídica 

gratuita, cuando ésta exista, y comunicarse regularmente con sus asesores jurídicos. Deberá 

respetarse el carácter privado y confidencial de esas comunicaciones; 

b) Cuando sea posible, deberá darse a los menores la oportunidad de efectuar un trabajo 

remunerado y de proseguir sus estudios o capacitación, pero no serán obligados a hacerlo. 

En ningún caso se mantendrá la detención por razones de trabajo, de estudios o de 

capacitación; 

c) Los menores estarán autorizados a recibir y conservar material de entretenimiento y recreo que 

sea compatible con los intereses de la administración de justicia. 

 

IV. LA ADMINISTRACIÓN DE LOS CENTROS DE MENORES 

 

A. ANTECEDENTES 

 

19. Todos los informes, incluidos los registros jurídicos y médicos, las actas de las actuaciones 

disciplinarias, así como todos los demás documentos relacionados con la forma, el contenido y los 

datos del tratamiento deberán formar un expediente personal y confidencial, que deberá ser 

actualizado, accesible sólo a personas autorizadas y clasificado de forma que resulte fácilmente 

comprensible. Siempre que sea posible, todo menor tendrá derecho a impugnar cualquier hecho u 

opinión que figure en su expediente, de manera que se puedan rectificar las afirmaciones inexactas, 

infundadas o injustas. Para el ejercicio de este derecho será necesario establecer procedimientos 

que permitan a un tercero apropiado tener acceso al expediente y consultarlo, si así lo solicita. Al 

quedar en libertad un menor su expediente será cerrado y, en su debido momento, destruido. 

 

20. Ningún menor deberá ser admitido en un centro de detención sin una orden válida de una 

autoridad judicial o administrativa u otra autoridad pública. Los detalles de esta orden deberán 

consignarse inmediatamente en el registro. Ningún menor será detenido en ningún centro en el que 

no exista ese registro. 

 

B. INGRESO, REGISTRO, DESPLAZAMIENTO Y TRASLADO 

 

21. En todos los lugares donde haya menores detenidos, deberá llevarse un registro completo y fiable 

de la siguiente información relativa a cada uno de los menores admitidos: 

a) Datos relativos a la identidad del menor; 

b) Las circunstancias del internamiento, así como sus motivos y la autoridad con que se ordenó; 

c) El día y hora del ingreso, el traslado y la liberación; 



 
 

d) Detalles de la notificación de cada ingreso, traslado o liberación del menor a los padres o 

tutores a cuyo cargo estuviese en el momento de ser internado; 

e) Detalles acerca de los problemas de salud física y mental conocidos, incluido el uso indebido 

de drogas y de alcohol. 

 

22. La información relativa al ingreso, lugar de internamiento, traslado y liberación deberá notificarse 

sin demora a los padres o tutores o al pariente más próximo del menor. 

 

23. Lo antes posible después del ingreso, se prepararán y presentarán a la dirección informes 

completos y demás información pertinente acerca de la situación personal y circunstancias de cada 

menor. 

 

24. En el momento del ingreso, todos los menores deberán recibir copia del reglamento que rija el 

centro de detención y una descripción escrita de sus derechos y obligaciones en un idioma que 

puedan comprender, junto con la dirección de las autoridades competentes ante las que puedan 

formular quejas, así como de los organismos y organizaciones públicos o privados que presten 

asistencia jurídica. Para los menores que sean analfabetos o que no puedan comprender el idioma 

en forma escrita, se deberá comunicar la información de manera que se pueda comprender 

perfectamente. 

 

25. Deberá ayudarse a todos los menores a comprender los reglamentos que rigen la organización 

interna del centro, los objetivos y metodología del tratamiento dispensado, las exigencias y 

procedimientos disciplinarios, otros métodos autorizados para obtener información y formular quejas 

y cualquier otra cuestión que les permita comprender cabalmente sus derechos y obligaciones 

durante el internamiento. 

 

26. El transporte de menores deberá efectuarse a costa de la administración, en vehículos 

debidamente ventilados e iluminados y en condiciones que no les impongan de modo alguno 

sufrimientos físicos o morales. Los menores no serán trasladados arbitrariamente de un centro a otro. 

 

C. CLASIFICACIÓN Y ASIGNACIÓN 

 

27. Una vez admitido un menor, será entrevistado lo antes posible y se preparará un informe 

sicológico y social en el que consten los datos pertinentes al tipo y nivel concretos de tratamiento y 

programa que requiera el menor. Este informe, junto con el preparado por el funcionario médico que 

haya reconocido al menor en el momento del ingreso, deberá presentarse al director a fin de decidir 

el lugar más adecuado para la instalación del menor en el centro y determinar el tipo y nivel 



 
 

necesarios de tratamiento y de programa que deberán aplicarse. Cuando se requiera tratamiento 

rehabilitador especial, y si el tiempo de permanencia en la institución lo permite, funcionarios 

calificados de la institución deberán preparar un plan de tratamiento individual por escrito en que se 

especifiquen los objetivos del tratamiento, el plazo y los medios, etapas y fases en que haya que 

procurar los objetivos. 

 

28. La detención de los menores sólo se producirá en condiciones que tengan en cuenta plenamente 

sus necesidades y situaciones concretas y los requisitos especiales que exijan su edad, 

personalidad, sexo y tipo de delito, así como su salud física y mental, y que garanticen su protección 

contra influencias nocivas y situaciones de riesgo. El criterio principal para separar a los diversos 

grupos de menores privados de libertad deberá ser la prestación del tipo de asistencia que mejor se 

adapte a las necesidades concretas de los interesados y la protección de su bienestar e integridad 

físicos, mentales y morales. 

 

29. En todos los centros de detención, los menores deberán estar separados de los adultos a menos 

que pertenezcan a la misma familia. En situaciones controladas, podrá reunirse a los menores con 

adultos cuidadosamente seleccionados en el marco de un programa especial cuya utilidad para los 

menores interesados haya sido demostrada. 

 

30. Deben organizarse centros de detención abiertos para menores. Se entiende por centros de 

detención abiertos aquéllos donde las medidas de seguridad son escasas o nulas. La población de 

esos centros de detención deberá ser lo menos numerosa posible. El número de menores internado 

en centros cerrados deberá ser también suficientemente pequeño a fin de que el tratamiento pueda 

tener carácter individual. Los centros de detención para menores deberán estar descentralizados y 

tener un tamaño que facilite el acceso de las familias de los menores y su contacto con ellas. 

Convendrá establecer pequeños centros de detención e integrarlos en el entorno social, económico 

y cultural de la comunidad. 

 

D. MEDIO FÍSICO Y ALOJAMIENTO 

 

31. Los menores privados de libertad tendrán derecho a contar con locales y servicios que satisfagan 

todas las exigencias de la higiene y de la dignidad humana. 

 

32. El diseño de los centros de detención para menores y el medio físico deberán responder a su 

finalidad, es decir, la rehabilitación de los menores en tratamiento de internado, teniéndose 

debidamente en cuenta la necesidad del menor de intimidad, de estímulos sensoriales, de 

posibilidades de asociación con sus compañeros y de participación en actividades de esparcimiento. 



 
 

El diseño y la estructura de los centros de detención para menores deberán ser tales que reduzcan 

al mínimo el riesgo de incendio y garanticen una evacuación segura de los locales. Deberá haber un 

sistema eficaz de alarma en los casos de incendio, así como procedimientos establecidos y ejercicios 

de alerta que garanticen la seguridad de los menores. Los centros de detención no estarán situados 

en zonas de riesgos conocidos para la salud o donde existan otros peligros. 

 

33. Los locales para dormir deberán consistir normalmente en dormitorios para pequeños grupos o 

en dormitorios individuales, teniendo presentes las normas del lugar. Por la noche, todas las zonas 

destinadas a dormitorios colectivos, deberán ser objeto de una vigilancia regular y discreta para 

asegurar la protección de todos los menores. Cada menor dispondrá, según los usos locales o 

nacionales, de ropa de cama individual suficiente, que deberá entregarse limpia, mantenerse en buen 

estado y mudarse con regularidad por razones de aseo. 

 

34. Las instalaciones sanitarias deberán ser de un nivel adecuado y estar situadas de modo que el 

menor pueda satisfacer sus necesidades físicas en la intimidad y en forma aseada y decente. 

 

35. La posesión de efectos personales es un elemento fundamental del derecho a la intimidad y es 

indispensable para el bienestar sicológico del menor. Deberá reconocerse y respetarse plenamente 

el derecho de todo menor a poseer efectos personales y a disponer de lugares seguros para 

guardarlos. Los efectos personales del menor que éste decida no conservar o que le sean 

confiscados deberán depositarse en lugar seguro. Se hará un inventario de dichos efectos que el 

menor firmará y se tomarán las medidas necesarias para que se conserven en buen estado. Todos 

estos artículos, así como el dinero, deberán restituirse al menor al ponerlo en libertad, salvo el dinero 

que se le haya autorizado a gastar o los objetos que haya remitido al exterior. Si el menor recibe 

medicamentos o se descubre que los posee, el médico deberá decidir el uso que deberá hacerse de 

ellos. 

 

36. En la medida de lo posible, los menores tendrán derecho a usar sus propias prendas de vestir. 

Los centros de detención velarán porque todos los menores dispongan de prendas personales 

apropiadas al clima y suficientes para mantenerlos en buena salud. Dichas prendas no deberán ser 

en modo alguno degradantes ni humillantes. Los menores que salgan del centro o a quienes se 

autorice a abandonarlo con cualquier fin podrán vestir sus propias prendas. 

 

37. Todos los centros de detención deben garantizar que todo menor disponga de una alimentación 

adecuadamente preparada y servida a las horas acostumbradas, en calidad y cantidad que 

satisfagan las normas de la dietética, la higiene y la salud y, en la medida de lo posible, las exigencias 

religiosas y culturales. Todo menor deberá disponer en todo momento de agua limpia y potable. 



 
 

E. EDUCACIÓN, FORMACIÓN PROFESIONAL Y TRABAJO 

 

38. Todo menor en edad de escolaridad obligatoria tendrá derecho a recibir una enseñanza adaptada 

a sus necesidades y capacidades y destinada a prepararlo para su reinserción en la sociedad. 

Siempre que sea posible, esta enseñanza deberá impartirse fuera del establecimiento, en escuelas 

de la comunidad, y en todo caso, a cargo de maestros competentes, mediante programas integrados 

en el sistema de instrucción pública, a fin de que, cuando sean puestos en libertad, los menores 

puedan continuar sus estudios sin dificultad. La administración de los establecimientos deberá 

prestar especial atención a la enseñanza de los menores de origen extranjero o con necesidades 

culturales o étnicas particulares. Los menores analfabetos o que presenten problemas cognitivos o 

de aprendizaje tendrán derecho a enseñanza especial. 

 

39. Deberá autorizarse y alentarse a los menores que hayan superado la edad de escolaridad 

obligatoria y que deseen continuar sus estudios a que lo hagan, y deberá hacerse todo lo posible por 

que tengan acceso a programas de enseñanza adecuados. 

 

40. Los diplomas o certificados de estudios otorgados a los menores durante su detención no 

deberán indicar en ningún caso que los menores han estado recluidos. 

 

41. Todo centro de detención deberá facilitar el acceso de los menores a una biblioteca bien provista 

de libros y periódicos instructivos y recreativos que sean adecuados; se deberá estimular y permitir 

que utilicen al máximo los servicios de la biblioteca. 

 

42. Todo menor tendrá derecho a recibir formación para ejercer una profesión que lo prepare para 

un futuro empleo. 

 

43. Teniendo debidamente en cuenta una selección profesional racional y las exigencias de la 

administración del establecimiento, los menores deberán poder optar por la clase de trabajo que 

deseen realizar. 

 

44. Deberán aplicarse a los menores privados de libertad todas las normas nacionales e 

internacionales de protección que se aplican al trabajo de los niños y a los trabajadores jóvenes. 

 

45. Siempre que sea posible, deberá darse a los menores la oportunidad de realizar un trabajo 

remunerado, de ser posible en el ámbito de la comunidad local, que complemente la formación 

profesional impartida a fin de aumentar la posibilidad de que encuentren un empleo conveniente 

cuando se reintegren a sus comunidades. El tipo de trabajo deberá ser tal que proporcione una 



 
 

formación adecuada y útil para los menores después de su liberación. La organización y los métodos 

de trabajo que haya en los centros de detención deberán asemejarse lo más posible a los de trabajos 

similares en la comunidad, a fin de preparar a los menores para las condiciones laborales normales. 

 

46. Todo menor que efectúe un trabajo tendrá derecho a una remuneración justa. El interés de los 

menores y de su formación profesional no deberá subordinarse al propósito de obtener beneficios 

para el centro de detención o para un tercero. Una parte de la remuneración del menor debería 

reservarse de ordinario para constituir un fondo de ahorro que le será entregado cuando quede en 

libertad. El menor debería tener derecho a utilizar el remanente de esa remuneración para adquirir 

objetos destinados a su uso personal, indemnizar a la víctima perjudicada por su delito, o enviarlo a 

su propia familia o a otras personas fuera del centro. 

 

F. ACTIVIDADES RECREATIVAS 

 

47. Todo menor deberá disponer diariamente del tiempo suficiente para practicar ejercicios físicos al 

aire libre si el clima lo permite, durante el cual se proporcionará normalmente una educación 

recreativa y física adecuada. Para estas actividades, se pondrán a su disposición terreno suficiente 

y las instalaciones y el equipo necesarios. Todo menor deberá disponer diariamente de tiempo 

adicional para actividades de esparcimiento, parte de las cuales deberán dedicarse, si el menor así 

lo desea, a desarrollar aptitudes en artes y oficios. El centro de detención deberá velar porque cada 

menor esté físicamente en condiciones de participar en los programas de educación física 

disponibles. Deberá ofrecerse educación física correctiva y terapéutica, bajo supervisión médica, a 

los menores que la necesiten. 

 

G. RELIGIÓN 

 

48. Deberá autorizarse a todo menor a cumplir sus obligaciones religiosas y satisfacer sus 

necesidades espirituales, permitiéndose participar en los servicios o reuniones organizados en el 

establecimiento o celebrar sus propios servicios y tener en su poder libros u objetos de culto y de 

instrucción religiosa de su confesión. Si en un centro de detención hay un número suficiente de 

menores que profesan una determinada religión, deberá nombrase o admitirse a uno o más 

representantes autorizados de ese culto que estarán autorizados para organizar periódicamente 

servicios religiosos y efectuar visitas pastorales particulares a los menores de su religión, previa 

solicitud de ellos. Todo menor tendrá derecho a recibir visitas de un representante calificado de 

cualquier religión de su elección, a no participar en servicios religiosos y rehusar libremente la 

enseñanza, el asesoramiento o el adoctrinamiento religioso. 

 



 
 

H. ATENCIÓN MÉDICA 

 

49. Todo menor deberá recibir atención médica adecuada, tanto preventiva como correctiva, incluida 

atención odontológica, oftalmológica y de salud mental, así como los productos farmacéuticos y 

dietas especiales que hayan sido recetados por un médico. Normalmente, toda esta atención médica 

debe prestarse cuando sea posible a los jóvenes reclusos por conducto de los servicios e 

instalaciones sanitarios apropiados de la comunidad en que esté situado el centro de detención, a fin 

de evitar que se estigmatice al menor y de promover su dignidad personal y su integración en la 

comunidad. 

 

50. Todo menor tendrá derecho a ser examinado por un médico inmediatamente después de su 

ingreso en un centro de menores, con objeto de hacer constar cualquier prueba de malos tratos 

anteriores y verificar cualquier estado físico o mental que requiera atención médica. 

 

51. Los servicios médicos a disposición de los menores deberán tratar de detectar y tratar toda 

enfermedad física o mental, todo uso indebido de sustancias químicas y cualquier otro estado que 

pudiera constituir un obstáculo para la integración del joven en la sociedad. Todo centro de detención 

de menores deberá tener acceso inmediato a instalaciones y equipo médicos adecuados que 

guarden relación con el número y las necesidades de sus residentes, así como personal capacitado 

en atención sanitaria preventiva y en tratamiento de urgencias médicas. Todo menor que esté 

enfermo, se queje de enfermedad o presente síntomas de dificultades físicas o mentales deberá ser 

examinado rápidamente por un funcionario médico. 

 

52. Todo funcionario médico que tenga razones para estimar que la salud física o mental de un menor 

ha sido afectada, o pueda serlo, por el internamiento prolongado, una huelga de hambre o cualquier 

circunstancia del internamiento, deberá comunicar inmediatamente este hecho al director del 

establecimiento y a la autoridad independiente responsable del bienestar del menor. 

 

53. Todo menor que sufra una enfermedad mental deberá recibir tratamiento en una institución 

especializada bajo supervisión médica independiente. Se adoptarán medidas, de acuerdo con los 

organismos competentes, para que pueda continuar cualquier tratamiento de salud mental que 

requiera después de la liberación. 

 

54. Los centros de detención de menores deberán organizar programas de prevención del uso 

indebido de drogas y de rehabilitación administrados por personal calificado. Estos programas 

deberán adaptarse a la edad, al sexo y otras circunstancias de los menores interesados, y deberán 



 
 

ofrecerse servicios de desintoxicación dotados de personal calificado a los menores toxicómanos o 

alcohólicos. 

 

55. Sólo se administrará medicamentos para un tratamiento necesario o por razones médicas y, 

cuando se pueda, después de obtener el consentimiento del menor debidamente informado. En 

particular, no se deben administrar para obtener información o confesión, ni como sanción o medio 

de reprimir al menor. Los menores nunca servirán como objeto para experimentar el empleo de 

fármacos o tratamientos. La administración de cualquier fármaco deberá ser siempre autorizada y 

efectuada por personal médico calificado. 

 

I. NOTIFICACIÓN DE ENFERMEDAD, ACCIDENTE Y DEFUNCIÓN 

 

56. La familia o el tutor de un menor, o cualquier otra persona designada por dicho menor, tienen el 

derecho de ser informados, si así lo solicitan, del estado de salud del menor y en el caso de que se 

produzca un cambio importante en él. El director del centro de detención deberá notificar 

inmediatamente a la familia o al tutor del menor, o a cualquier otra persona designada por él, en caso 

de fallecimiento, enfermedad que requiera el traslado del menor a un centro médico fuera del centro, 

o un estado que exija un tratamiento de más de 48 horas en el servicio clínico del centro de detención. 

También se deberá notificar a las autoridades consulares del Estado de que sea ciudadano el menor 

extranjero. 

 

57. En caso de fallecimiento de un menor durante el período de privación de libertad, el pariente más 

próximo tendrá derecho a examinar el certificado de defunción, a pedir que le muestren el cadáver y 

disponer su último destino en la forma que decida. En caso de fallecimiento de un menor durante su 

internamiento, deberá practicarse una investigación independiente sobre las causas de la defunción, 

cuyas conclusiones deberán quedar a disposición del pariente más próximo. Dicha investigación 

deberá practicarse cuando el fallecimiento del menor se produzca dentro de los seis meses 

siguientes a la fecha de su liberación del centro de detención y cuando haya motivos para creer que 

el fallecimiento guarda relación con el período de reclusión. 

 

58. Deberá informarse al menor inmediatamente del fallecimiento, o de la enfermedad o el accidente 

graves de un familiar inmediato y darle la oportunidad de asistir al funeral del fallecido o, en caso de 

enfermedad grave de un pariente, a visitarle en su lecho de enfermo. 

 

J. CONTACTOS CON LA COMUNIDAD EN GENERAL 

 



 
 

59. Se deberán utilizar todos los medios posibles para que los menores tengan una comunicación 

adecuada con el mundo exterior, pues ella es parte integrante del derecho a un tratamiento justo y 

humanitario y es indispensable para preparar la reinserción de los menores en la sociedad. Deberá 

autorizarse a los menores a comunicarse con sus familiares, sus amigos y otras personas o 

representantes de organizaciones prestigiosas del exterior, a salir de los centros de detención para 

visitar su hogar y su familia, y se darán permisos especiales para salir del establecimiento por motivos 

educativos, profesionales u otras razones de importancia. En caso de que el menor esté cumpliendo 

una condena, el tiempo transcurrido fuera de un establecimiento deberá computarse como parte del 

período de cumplimiento de la sentencia. 

 

60. Todo menor tendrá derecho a recibir visitas regulares y frecuentes, en principio una vez por 

semana y por lo menos una vez al mes, en condiciones que respeten la necesidad de intimidad del 

menor, el contacto y la comunicación sin restricciones con la familia y con el abogado defensor. 

 

61. Todo menor tendrá derecho a comunicarse por escrito o por teléfono, al menos dos veces por 

semana, con la persona de su elección, salvo que se le haya prohibido legalmente hacer uso de este 

derecho, y deberá recibir la asistencia necesaria para que pueda ejercer eficazmente ese derecho. 

Todo menor tendrá derecho a recibir correspondencia. 

 

62. Los menores deberán tener la oportunidad de informarse periódicamente de los acontecimientos 

por la lectura de diarios, revistas u otras publicaciones, mediante el acceso a programas de radio y 

televisión y al cine, así como a través de visitas de los representantes de cualquier club u 

organización de carácter lícito en que el menor esté interesado. 

 

K. LIMITACIONES DE LA COERCIÓN FÍSICA Y DEL USO DE LA FUERZA 

 

63. Deberá prohibirse el recurso a instrumentos de coerción y a la fuerza con cualquier fin, salvo en 

los casos establecidos en el artículo 64 infra. 

 

64. Sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de coerción en casos excepcionales, 

cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás medios de control y sólo de la forma 

expresamente autorizada y descrita por una ley o un reglamento. Esos instrumentos no deberán 

causar humillación ni degradación y deberán emplearse de forma restrictiva y sólo por el lapso 

estrictamente necesario. Por orden del director de la administración, podrán utilizarse esos 

instrumentos para impedir que el menor lesione a otros o a sí mismo o cause importantes daños 

materiales. En esos casos, el director deberá consultar inmediatamente al personal médico y otro 

personal competente e informar a la autoridad administrativa superior. 



 
 

65. En todo centro donde haya menores detenidos deberá prohibirse al personal portar y utilizar 

armas. 

 

L. PROCEDIMIENTOS DISCIPLINARIOS 

 

66. Todas las medidas y procedimientos disciplinarios deberán contribuir a la seguridad y a una vida 

comunitaria ordenada y ser compatibles con el respeto de la dignidad inherente del menor y con el 

objetivo fundamental del tratamiento institucional, a saber, infundir un sentimiento de justicia y de 

respeto por uno mismo y por los derechos fundamentales de toda persona. 

 

67. Estarán estrictamente prohibidas todas las medidas disciplinarias que constituyan un trato cruel, 

inhumano o degradante, incluidos los castigos corporales, la reclusión en celda oscura y las penas 

de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la 

salud física o mental del menor. Estarán prohibidas, cualquiera que sea su finalidad, la reducción de 

alimentos y la restricción o denegación de contacto con familiares. El trabajo será considerado 

siempre un instrumento de educación y un medio de promover el respeto del menor por sí mismo, 

como preparación para su reinserción en la comunidad, y nunca deberá imponerse a título de sanción 

disciplinaria. No deberá sancionarse a ningún menor más de una vez por la misma infracción 

disciplinaria. Deberán prohibirse las sanciones colectivas. 

 

68. Las leyes o reglamentos aprobados por la autoridad administrativa competente deberán 

establecer normas relativas a los siguientes elementos, teniendo plenamente en cuenta las 

características, necesidades y derechos fundamentales del menor: 

a) La conducta que constituye una infracción a la disciplina; 

b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se pueden aplicar; 

c) La autoridad competente para imponer esas sanciones; 

d) La autoridad competente en grado de apelación. 

 

69. Los informes de mala conducta serán presentados de inmediato a la autoridad competente, la 

cual deberá decidir al respecto sin demoras injustificadas. La autoridad competente deberá examinar 

el caso con detenimiento. 

 

70. Ningún menor estará sujeto a sanciones disciplinarias que no se ajusten estrictamente a lo 

dispuesto en las leyes o los reglamentos en vigor. No deberá sancionarse a ningún menor a menos 

que haya sido informado debidamente de la infracción que le es imputada, en forma que el menor 

comprenda cabalmente, y que se le haya dado la oportunidad de presentar su defensa, incluido el 



 
 

derecho de apelar a una autoridad imparcial competente. Deberá levantarse un acta completa de 

todas las actuaciones disciplinarias. 

 

71. Ningún menor deberá tener a su cargo funciones disciplinarias, salvo en lo referente a la 

supervisión de ciertas actividades sociales, educativas o deportivas o programas de autogestión. 

 

M. INSPECCIÓN Y RECLAMACIONES 

 

72. Los inspectores calificados o una autoridad debidamente constituida de nivel equivalente que no 

pertenezca a la administración del centro deberán estar facultados para efectuar visitas periódicas, 

y a hacerlas sin previo aviso, por iniciativa propia, y para gozar de plenas garantías de independencia 

en el ejercicio de esta función. Los inspectores deberán tener acceso sin restricciones a todas las 

personas empleadas o que trabajen en los establecimientos o instalaciones donde haya o pueda 

haber menores privados de libertad, a todos los menores y a toda la documentación de los 

establecimientos. 

 

73. En las inspecciones deberán participar funcionarios médicos especializados adscritos a la entidad 

inspectora o al servicio de salud pública, quienes evaluarán el cumplimiento de las reglas relativas al 

ambiente físico, la higiene, el alojamiento, la comida, el ejercicio y los servicios médicos, así como 

cualesquiera otros aspectos o condiciones de la vida del centro que afecten a la salud física y mental 

de los menores. Todos los menores tendrán derecho a hablar confidencialmente con los inspectores. 

 

74. Terminada la inspección, el inspector deberá presentar un informe sobre sus conclusiones. Este 

informe incluirá una evaluación de la forma en que el centro de detención observa las presentes 

Reglas y las disposiciones pertinentes de la legislación nacional, así como recomendaciones acerca 

de las medidas que se consideren necesarias para garantizar su observancia. Todo hecho 

descubierto por un inspector que parezca indicar que se ha producido una violación de las 

disposiciones legales relativas a los derechos de los menores o al funcionamiento del centro de 

detención para menores deberá comunicarse a las autoridades competentes para que lo investigue 

y exija las responsabilidades correspondientes. 

 

75. Todo menor deberá tener la oportunidad de presentar en todo momento peticiones o quejas al 

director del establecimiento o a su representante autorizado. 

 

76. Todo menor tendrá derecho a dirigir, por la vía prescrita y sin censura en cuanto al fondo, una 

petición o queja a la administración central de los establecimientos para menores, a la autoridad 

judicial o cualquier otra autoridad competente, y a ser informado sin demora de la respuesta. 



 
 

77. Debería procurarse la creación de un cargo independiente de mediador, facultado para recibir e 

investigar las quejas formuladas por los menores privados de libertad y ayudar a la consecución de 

soluciones equitativas. 

 

78. A los efectos de formular una queja, todo menor tendrá derecho a solicitar asistencia a miembros 

de su familia, asesores jurídicos, grupos humanitarios u otros cuando sea posible. Se prestará 

asistencia a los menores analfabetos cuando necesiten recurrir a los servicios de organismos u 

organizaciones públicos o privados que brindan asesoramiento jurídico o que son competentes para 

recibir reclamaciones. 

 

N. REINTEGRACIÓN EN LA COMUNIDAD 

 

79. Todos los menores deberán beneficiarse de medidas concebidas para ayudarles a reintegrarse 

en la sociedad, la vida familiar y la educación o el trabajo después de ser puestos en libertad. A tal 

fin se deberán establecer procedimientos, inclusive la libertad anticipada, y cursos especiales. 

 

80. Las autoridades competentes deberán crear o recurrir a servicios que ayuden a los menores a 

reintegrarse en la sociedad y contribuyan a atenuar los prejuicios que existen contra esos menores. 

Estos servicios, en la medida de lo posible, deberán proporcionar al menor alojamiento, trabajo y 

vestidos convenientes, así como los medios necesarios para que pueda mantenerse después de su 

liberación para facilitar su feliz reintegración. Los representantes de organismos que prestan estos 

servicios deberán ser consultados y tener acceso a los menores durante su internamiento con miras 

a la asistencia que les presten para su reinserción en la comunidad. 

 

V. PERSONAL 

 

81. El personal deberá ser competente y contar con un número suficiente de especialistas, como 

educadores, instructores profesionales, asesores, asistentes sociales, siquiatras y sicólogos. 

Normalmente, esos funcionarios y otros especialistas deberán formar parte del personal permanente, 

pero ello no excluirá los auxiliares a tiempo parcial o voluntarios cuando resulte apropiado y 

beneficioso por el nivel de apoyo y formación que puedan prestar. Los centros de detención deberán 

aprovechar todas las posibilidades y modalidades de asistencia correctivas, educativas, morales, 

espirituales y de otra índole disponibles en la comunidad y que sean idóneas, en función de las 

necesidades y los problemas particulares de los menores recluidos. 

 

82. La administración deberá seleccionar y contratar cuidadosamente al personal de todas las clases 

y categorías, por cuanto la buena marcha de los centros de detención depende de su integridad, 



 
 

actitud humanitaria, capacidad y competencia profesional para tratar con menores, así como de sus 

dotes personales para el trabajo. 

 

83. Para alcanzar estos objetivos, deberán designarse funcionarios profesionales con una 

remuneración suficiente para atraer y retener a hombres y mujeres capaces. Deberá darse en todo 

momento estímulos a los funcionarios de los centros de detención de menores para que desempeñen 

sus funciones y obligaciones profesionales en forma humanitaria, dedicada, profesional, justa y 

eficaz, se comporten en todo momento de manera tal que merezca y obtenga el respeto de los 

menores y brinden a éstos un modelo y una perspectiva positivos. 

 

84. La administración deberá adoptar formas de organización y gestión que faciliten la comunicación 

entre las diferentes categorías del personal de cada centro de detención para intensificar la 

cooperación entre los diversos servicios dedicados a la atención de los menores, así como entre el 

personal y la administración, con miras a conseguir que el personal que está en contacto directo con 

los menores pueda actuar en condiciones que favorezcan el desempeño eficaz de sus tareas. 

 

85. El personal deberá recibir una formación que le permita desempeñar eficazmente sus funciones, 

en particular la capacitación en sicología infantil, protección de la infancia y criterios y normas 

internacionales de derechos humanos y derechos del niño, incluidas las presentes Reglas. 

El personal deberá mantener y perfeccionar sus conocimientos y capacidad profesional asistiendo a 

cursos de formación en el servicio que se organizarán a intervalos apropiados durante toda su 

carrera. 

 

86. El director del centro deberá estar debidamente calificado para su función por su capacidad 

administrativa, una formación adecuada y su experiencia en la materia y deberá dedicar todo su 

tiempo a su función oficial. 

 

87. En el desempeño de sus funciones, el personal de los centros de detención deberá respetar y 

proteger la dignidad y los derechos humanos fundamentales de todos los menores y, en especial: 

a) Ningún funcionario del centro de detención o de la institución podrá infligir, instigar o tolerar 

acto alguno de tortura ni forma alguna de trato, castigo o medida correctiva o disciplinaria 

severo, cruel, inhumano o degradante bajo ningún pretexto o circunstancia de cualquier tipo; 

b) Todo el personal deberá impedir y combatir severamente todo acto de corrupción, 

comunicándolo sin demora a las autoridades competentes; 

c) Todo el personal deberá respetar las presentes Reglas. Cuando tenga motivos para estimar 

que estas Reglas han sido gravemente violadas o puedan serlo, deberá comunicarlo a sus 



 
 

autoridades superiores u órganos competentes facultados para supervisar o remediar la 

situación; 

d) Todo el personal deberá velar por la cabal protección de la salud física y mental de los menores, 

incluida la protección contra la explotación y el maltrato físico, sexual y emocional, y deberá 

adoptar con urgencia medidas para que reciban atención médica siempre que sea necesario; 

e) Todo el personal deberá respetar el derecho de los menores a la intimidad y, en particular, 

deberá respetar todas las cuestiones confidenciales relativas a los menores o sus familias que 

lleguen a conocer en el ejercicio de su actividad profesional; 

f) Todo el personal deberá tratar de reducir al mínimo las diferencias entre la vida dentro y fuera 

del centro de detención que tiendan a disminuir el respeto debido a la dignidad de los menores 

como seres humanos. 

 

Observaciones Generales: 

1. # La presente norma contiene referencias externas#  

2. Se deja constancia que el presente Anexo no fue publicado, por lo que su texto fue extraído 

del sitio web oficial del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

(ACNUDH): http://www.ohchr.org 

 

  



 
 

ANEXO C 

LEY J – N° 114 

 

DIRECTRICES DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA PREVENCIÓN DE LA DELINCUENCIA 

JUVENIL (DIRECTRICES DE RIAD) 

 

Adoptadas y proclamadas por la Asamblea General en su resolución 45/112, de 14 de diciembre de 

1990 

 

I. PRINCIPIOS FUNDAMENTALES 

 

1. La prevención de la delincuencia juvenil es parte esencial de la prevención del delito en la 

sociedad. Si los jóvenes se dedican a actividades lícitas y socialmente útiles, se orientan hacia la 

sociedad y enfocan la vida con criterio humanista, pueden adquirir actitudes no criminógenas. 

 

2. Para poder prevenir eficazmente la delincuencia juvenil es necesario que toda la sociedad procure 

un desarrollo armonioso de los adolescentes, y respete y cultive su personalidad a partir de la primera 

infancia. 

 

3. A los efectos de la interpretación de las presentes Directrices, se debe centrar la atención en el 

niño. Los jóvenes deben desempeñar una función activa y participativa en la sociedad y no deben 

ser considerados meros objetos de socialización o control. 

 

4. En la aplicación de las presentes Directrices y de conformidad con los ordenamientos jurídicos 

nacionales, los programas preventivos deben centrarse en el bienestar de los jóvenes desde su 

primera infancia. 

 

5. Deberá reconocerse la necesidad y la importancia de aplicar una política progresista de prevención 

de la delincuencia, así como de estudiar sistemáticamente y elaborar medidas pertinentes que eviten 

criminalizar y penalizar al niño por una conducta que no causa graves perjuicios a su desarrollo ni 

perjudica a los demás. La política y las medidas de esa índole deberán incluir: 

a) La creación de oportunidades, en particular educativas, para atender a las diversas 

necesidades de los jóvenes y servir de marco de apoyo para velar por el desarrollo personal 

de todos los jóvenes, en particular de aquellos que están patentemente en peligro o en situación 

de riesgo social y necesitan cuidado y protección especiales; 

b) La formulación de doctrinas y criterios especializados para la prevención de la delincuencia, 

basados en las leyes, los procesos, las instituciones, las instalaciones y una red de servicios, 



 
 

cuya finalidad sea reducir los motivos, la necesidad y las oportunidades de comisión de las 

infracciones o las condiciones que las propicien; 

c) Una intervención oficial que se guíe por la justicia y la equidad, y cuya finalidad primordial sea 

velar por el interés general de los jóvenes; 

d) La protección del bienestar, el desarrollo, los derechos y los intereses de todos los jóvenes; 

e) El reconocimiento del hecho de que el comportamiento o la conducta de los jóvenes que no se 

ajustan a los valores y normas generales de la sociedad son con frecuencia parte del proceso 

de maduración y crecimiento y tienden a desaparecer espontáneamente en la mayoría de las 

personas cuando llegan a la edad adulta; 

f) La conciencia de que, según la opinión predominante de los expertos, calificar a un joven de 

"extraviado", "delincuente" o "predelincuente" a menudo contribuye a que los jóvenes 

desarrollen pautas permanentes de comportamiento indeseable. 

 

6. Deben crearse servicios y programas con base en la comunidad para la prevención de la 

delincuencia juvenil, sobre todo si no se han establecido todavía organismos oficiales. Sólo en última 

instancia ha de recurrirse a organismos oficiales de control social. 

 

II. ALCANCE DE LAS DIRECTRICES 

 

7. Las presentes Directrices deberán interpretarse y aplicarse en el marco general de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos # 5, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales # 33, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos # 33, la Declaración de los 

Derechos del Niño # 85, y la Convención sobre los Derechos del Niño # 52, y en el contexto de las 

Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores # (Reglas 

de Beijing) 82, así como de otros instrumentos y normas relativos a los derechos, los intereses y el 

bienestar de todos los menores y jóvenes. 

 

8. Las presentes Directrices deberán igualmente aplicarse en el contexto de las condiciones 

económicas, sociales y culturales imperantes en cada uno de los Estados Miembros. 

 

III. PREVENCIÓN GENERAL 

 

9. Deberán formularse en todos los niveles del gobierno planes generales de prevención que, entre 

otras cosas, comprendan: 

a) Análisis a fondo del problema y reseñas de programas y servicios, facilidades y recursos 

disponibles; 



 
 

b) Funciones bien definidas de los organismos, instituciones y personal competentes que se 

ocupan de actividades preventivas; 

c) Mecanismos para la coordinación adecuada de las actividades de prevención entre los 

organismos gubernamentales y no gubernamentales; 

d) Políticas, estrategias y programas basados en estudios de pronósticos que sean objeto de 

vigilancia permanente y evaluación cuidadosa en el curso de su aplicación; 

e) Métodos para disminuir eficazmente las oportunidades de cometer actos de delincuencia 

juvenil; 

f) Participación de la comunidad mediante una amplia gama de servicios y programas; 

g) Estrecha cooperación interdisciplinaria entre los gobiernos nacionales, estatales, provinciales 

y municipales, con la participación del sector privado, de ciudadanos representativos de la 

comunidad interesada y de organismos laborales, de cuidado del niño, de educación sanitaria, 

sociales, judiciales y de los servicios de aplicación de la ley en la adopción de medidas 

coordinadas para prevenir la delincuencia juvenil y los delitos de los jóvenes. 

h) Participación de los jóvenes en las políticas y en los procesos de prevención de la delincuencia 

juvenil, incluida la utilización de los recursos comunitarios, y la aplicación de programas de 

autoayuda juvenil y de indemnización y asistencia a las víctimas; 

i) Personal especializado en todos los niveles. 

 

IV. PROCESOS DE SOCIALIZACIÓN 

 

10. Deberá prestarse especial atención a las políticas de prevención que favorezcan la socialización 

e integración eficaces de todos los niños y jóvenes, en particular por conducto de la familia, la 

comunidad, los grupos de jóvenes que se encuentran en condiciones similares, la escuela, la 

formación profesional y el medio laboral, así como mediante la acción de organizaciones voluntarias. 

Se deberá respetar debidamente el desarrollo personal de los niños y jóvenes y aceptarlos, en pie 

de igualdad, como copartícipes en los procesos de socialización e integración. 

 

A. LA FAMILIA 

 

11. Toda sociedad deberá asignar elevada prioridad a las necesidades y el bienestar de la familia y 

de todos sus miembros. 

 

12. Dado que la familia es la unidad central encargada de la integración social primaria del niño, los 

gobiernos y la sociedad deben tratar de preservar la integridad de la familia, incluida la familia 

extensa. La sociedad tiene la obligación de ayudar a la familia a cuidar y proteger al niño y asegurar 

su bienestar físico y mental. Deberán prestarse servicios apropiados, inclusive de guarderías. 



 
 

13. Los gobiernos deberán adoptar una política que permita a los niños criarse en un ambiente 

familiar de estabilidad y bienestar. Deberán facilitarse servicios adecuados a las familias que 

necesiten asistencia para resolver situaciones de inestabilidad o conflicto. 

 

14. Cuando no exista un ambiente familiar de estabilidad y bienestar, los intentos de la comunidad 

por ayudar a los padres en este aspecto hayan fracasado y la familia extensa no pueda ya cumplir 

esta función, se deberá recurrir a otras posibles modalidades de colocación familiar, entre ellas los 

hogares de guarda y la adopción, que en la medida de lo posible deberán reproducir un ambiente 

familiar de estabilidad y bienestar y, al mismo tiempo, crear en los niños un sentimiento de 

permanencia, para evitar los problemas relacionados con el "desplazamiento" de un lugar a otro. 

 

15. Deberá prestarse especial atención a los niños de familias afectadas por problemas creados por 

cambios económicos, sociales y culturales rápidos y desiguales, en especial a los niños de familias 

indígenas o de inmigrantes y refugiados. Como tales cambios pueden perturbar la capacidad social 

de la familia para asegurar la educación y crianza tradicionales de los hijos, a menudo como resultado 

de conflictos culturales o relacionados con el papel del padre o de la madre, será necesario elaborar 

modalidades innovadoras y socialmente constructivas para la socialización de los niños. 

 

16. Se deberán adoptar medidas y elaborar programas para dar a las familias la oportunidad de 

aprender las funciones y obligaciones de los padres en relación con el desarrollo y el cuidado de sus 

hijos, para lo cual se fomentarán relaciones positivas entre padres e hijos, se hará que los padres 

cobren conciencia de los problemas de los niños y los jóvenes y se fomentará la participación de los 

jóvenes en las actividades familiares y comunitarias. 

 

17. Los gobiernos deberán adoptar medidas para fomentar la unión y la armonía en la familia y 

desalentar la separación de los hijos de sus padres, salvo cuando circunstancias que afecten al 

bienestar y al futuro de los hijos no dejen otra opción viable. 

 

18. Es importante insistir en la función socializadora de la familia y de la familia extensa; es 

igualmente importante reconocer el papel futuro, las responsabilidades, la participación y la 

colaboración de los jóvenes en la sociedad. 

 

19. Al garantizar el derecho de los niños a una socialización adecuada, los gobiernos y otras 

instituciones deben basarse en los organismos sociales y jurídicos existentes pero, cuando las 

instituciones y costumbres tradicionales resulten insuficientes, deberán también prever y permitir 

medidas innovadoras. 

 



 
 

B. LA EDUCACIÓN 

 

20. Los gobiernos tienen la obligación de dar a todos los jóvenes acceso a la enseñanza pública. 

 

21. Los sistemas de educación, además de sus posibilidades de formación académica y profesional, 

deberán dedicar especial atención a: 

a) Enseñar los valores fundamentales y fomentar el respeto de la identidad propia y de las 

características culturales del niño, de los valores sociales del país en que vive el niño, de las 

civilizaciones diferentes de la suya y de los derechos humanos y libertades fundamentales; 

b) Fomentar y desarrollar en todo lo posible la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental 

y física de los jóvenes; 

c) Lograr que los jóvenes participen activa y eficazmente en el proceso educativo en lugar de ser 

meros objetos pasivos de dicho proceso; 

d) Desarrollar actividades que fomenten un sentimiento de identidad y pertenencia a la escuela y 

la comunidad; 

e) Alentar a los jóvenes a comprender y respetar opiniones y puntos de vista diversos, así como 

las diferencias culturales y de otra índole; 

f) Suministrar información y orientación en lo que se refiere a la formación profesional, las 

oportunidades de empleo y posibilidades de carrera; 

g) Proporcionar apoyo emocional positivo a los jóvenes y evitar el maltrato psicológico; 

h) Evitar las medidas disciplinarias severas, en particular los castigos corporales. 

 

22. Los sistemas de educación deberán tratar de trabajar en cooperación con los padres, las 

organizaciones comunitarias y los organismos que se ocupan de las actividades de los jóvenes. 

 

23. Deberá darse información a los jóvenes y a sus familias sobre la ley y sus derechos y obligaciones 

con respecto a la ley, así como sobre el sistema de valores universales, incluidos los instrumentos 

de las Naciones Unidas. 

 

24. Los sistemas de educación deberán cuidar y atender de manera especial a los jóvenes que se 

encuentren en situación de riesgo social. Deberán prepararse y utilizarse plenamente programas de 

prevención y materiales didácticos, planes de estudios, criterios e instrumentos especializados. 

 

25. Deberá prestarse especial atención a la adopción de políticas y estrategias generales de 

prevención del uso indebido, por los jóvenes, del alcohol, las drogas y otras sustancias. Deberá darse 

formación y dotarse de medios a maestros y otros profesionales a fin de prevenir y resolver estos 



 
 

problemas. Deberá darse a los estudiantes información sobre el empleo y el uso indebido de drogas, 

incluido el alcohol. 

 

26. Las escuelas deberán servir de centros de información y consulta para prestar atención médica, 

asesoramiento y otros servicios a los jóvenes, sobre todo a los que están especialmente necesitados 

y son objeto de malos tratos, abandono, victimización y explotación. 

 

27. Se aplicarán diversos programas educativos para lograr que los maestros, otros adultos y los 

estudiantes comprendan los problemas, necesidades y preocupaciones de los jóvenes, 

especialmente de aquellos que pertenecen a grupos más necesitados, menos favorecidos, a grupos 

de bajos ingresos y a minorías étnicas u otros grupos minoritarios. 

 

28. Los sistemas escolares deberán tratar de alcanzar y promover los niveles profesionales y 

educativos más elevados en lo que respecta a programas de estudio, métodos y criterios didácticos 

y de aprendizaje, contratación y formación de personal docente capacitado. Deberá practicarse una 

supervisión y evaluación regulares de los resultados, tarea que se encomendará a las organizaciones 

profesionales y a los órganos competentes. 

 

29. En cooperación con grupos de la comunidad, los sistemas educativos deberán planificar, 

organizar y desarrollar actividades extracurriculares que sean de interés para los jóvenes. 

 

30. Deberá prestarse ayuda especial a niños y jóvenes que tengan dificultades para cumplir las 

normas de asistencia, así como a los que abandonan los estudios. 

 

31. Las escuelas deberán fomentar la adopción de políticas y normas equitativas y justas, y los 

estudiantes estarán representados en los órganos encargados de formular la política escolar, incluida 

la política disciplinaria, y participarán en la adopción de decisiones. 

 

C. LA COMUNIDAD 

 

32. Deberán establecerse servicios y programas de carácter comunitario, o fortalecerse los ya 

existentes, que respondan a las necesidades, problemas, intereses e inquietudes especiales de los 

jóvenes y ofrezcan, a ellos y a sus familias, asesoramiento y orientación adecuados. 

 

33. Las comunidades deberán adoptar o reforzar una amplia gama de medidas de apoyo comunitario 

a los jóvenes, incluido el establecimiento de centros de desarrollo comunitario, instalaciones y 



 
 

servicios de recreo, a fin de hacer frente a los problemas especiales de los menores expuestos a 

riesgo social. Esta forma de ayuda deberá prestarse respetando los derechos individuales. 

 

34. Deberán establecerse servicios especiales para brindar alojamiento adecuado a los jóvenes que 

no puedan seguir viviendo en sus hogares o que carezcan de hogar. 

 

35. Se organizarán diversos servicios y sistemas de ayuda para hacer frente a las dificultades que 

experimentan los jóvenes al pasar a la edad adulta. Entre estos servicios deberán figurar programas 

especiales para los jóvenes toxicómanos en los que se dé máxima importancia a los cuidados, el 

asesoramiento, la asistencia y a las medidas de carácter terapéutico. 

 

36. Los gobiernos y otras instituciones deberán dar apoyo financiero y de otra índole a las 

organizaciones voluntarias que prestan servicios a los jóvenes. 

 

37. En el plano local deberán crearse o reforzarse organizaciones juveniles que participen 

plenamente en la gestión de los asuntos comunitarios. Estas organizaciones deberán alentar a los 

jóvenes a organizar proyectos colectivos y voluntarios, en particular proyectos cuya finalidad sea 

prestar ayuda a los jóvenes que la necesiten. 

 

38. Los organismos gubernamentales deberán asumir especialmente la responsabilidad del cuidado 

de los niños sin hogar o los niños de la calle y de proporcionarles los servicios que necesiten. Deberá 

hacerse fácilmente accesible a los jóvenes la información acerca de servicios locales, alojamiento, 

empleo y otras formas y fuentes de ayuda. 

 

39. Deberá organizarse una gran variedad de instalaciones y servicios recreativos de especial interés 

para los jóvenes, a los que éstos tengan fácil acceso. 

 

D. LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

 

40. Deberá alentarse a los medios de comunicación a que garanticen que los jóvenes tengan acceso 

a información y material procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales. 

 

41. Deberá alentarse a los medios de comunicación a que den a conocer la contribución positiva de 

los jóvenes a la sociedad. 

 

42. Deberá alentarse a los medios de comunicación a que difundan información relativa a la 

existencia en la sociedad de servicios, instalaciones y oportunidades destinados a los jóvenes. 



 
 

43. Deberá instarse a los medios de comunicación en general, y a la televisión y al cine en particular, 

a que reduzcan al mínimo el nivel de pornografía, drogadicción y violencia en sus mensajes y den 

una imagen desfavorable de la violencia y la explotación, eviten presentaciones degradantes 

especialmente de los niños, de la mujer y de las relaciones interpersonales y fomenten los principios 

y modelos de carácter igualitario. 

 

44. Los medios de comunicación deberán percatarse de la importancia de su función y su 

responsabilidad sociales, así como de su influencia en las comunicaciones relacionadas con el uso 

indebido de drogas y alcohol entre los jóvenes. Deberán utilizar su poder para prevenir el uso 

indebido de drogas mediante mensajes coherentes con un criterio equilibrado. Deberán fomentar 

campañas eficaces de lucha contra las drogas en todos los niveles. 

 

V. POLÍTICA SOCIAL 

 

45. Los organismos gubernamentales deberán asignar elevada prioridad a los planes y programas 

dedicados a los jóvenes y suministrar suficientes fondos y recursos de otro tipo para prestar servicios 

eficaces, proporcionar las instalaciones y el personal para brindar servicios adecuados de atención 

médica, salud mental, nutrición, vivienda y otros servicios necesarios, en particular de prevención y 

tratamiento del uso indebido de drogas y alcohol, y cerciorarse de que esos recursos lleguen a los 

jóvenes y redunden realmente en beneficio de ellos. 

 

46. Sólo deberá recluirse a los jóvenes en instituciones como último recurso y por el período mínimo 

necesario, y deberá darse máxima importancia a los propios intereses del joven. Los criterios para 

autorizar una intervención oficial de esta índole deberán definirse estrictamente y limitarse a las 

situaciones siguientes: a) cuando el niño o joven haya sufrido lesiones físicas causadas por los 

padres o tutores; b) cuando el niño o joven haya sido víctima de malos tratos sexuales, físicos o 

emocionales por parte de los padres o tutores; c) cuando el niño o joven haya sido descuidado, 

abandonado o explotado por los padres o tutores; d) cuando el niño o joven se vea amenazado por 

un peligro físico o moral debido al comportamiento de los padres o tutores; y e) cuando se haya 

manifestado en el propio comportamiento del niño o del joven un grave peligro físico o psicológico 

para el niño o el joven mismo y ni los padres o tutores, ni el propio joven ni los servicios comunitarios 

no residenciales puedan hacer frente a dicho peligro por otro medio que no sea la reclusión en una 

institución. 

 

47. Los organismos gubernamentales deberán dar a los jóvenes oportunidad de continuar su 

educación a jornada completa, financiada por el Estado cuando los padres o tutores no los puedan 

mantener, y de adquirir experiencia profesional. 



 
 

48. Los programas de prevención de la delincuencia deberán planificarse y ejecutarse sobre la base 

de conclusiones fiables que sean resultado de una investigación científica, y periódicamente deberán 

ser supervisados, evaluados y readaptados en consonancia con esas conclusiones. 

 

49. Deberá difundirse entre la comunidad profesional y el público en general información científica 

acerca del tipo de comportamiento o de situación que pueda resultar en la victimización de los 

jóvenes, en daños y malos tratos físicos y sicológicos contra ellos o en su explotación. 

 

50. La participación en todos los planes y programas deberá ser, en general, voluntaria. Los propios 

jóvenes deberán intervenir en su formulación, desarrollo y ejecución. 

 

51. Los gobiernos deberán comenzar a estudiar o seguir estudiando, formulando y aplicando 

políticas, medidas y estrategias dentro y fuera del sistema de justicia penal para prevenir la violencia 

en el hogar contra los jóvenes o que los afecte, y garantizar un trato justo a las víctimas de ese tipo 

de violencia. 

 

VI. LEGISLACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA DE MENORES 

 

52. Los gobiernos deberán promulgar y aplicar leyes y procedimientos especiales para fomentar y 

proteger los derechos y el bienestar de todos los jóvenes. 

 

53. Deberán promulgarse y aplicarse leyes que prohíban la victimización, los malos tratos y la 

explotación de los niños y jóvenes, así como su utilización para actividades delictivas. 

 

54. Ningún niño o joven deberá ser objeto de medidas de corrección o castigo severos o degradantes 

en el hogar, en la escuela ni en ninguna otra institución. 

 

55. Deberán aprobarse y aplicarse leyes para limitar y controlar el acceso de los niños y jóvenes a 

las armas de cualquier tipo. 

 

56. A fin de impedir que prosiga la estigmatización, victimización y criminalización de los jóvenes, 

deberán promulgarse leyes que garanticen que ningún acto que no sea considerado delito ni sea 

sancionado cuando lo comete un adulto se considere delito ni sea objeto de sanción cuando es 

cometido por un joven. 

 

57. Debería considerarse la posibilidad de establecer un puesto de mediador o un órgano análogo 

independiente para los jóvenes que garantice el respeto de su condición jurídica, sus derechos y sus 



 
 

intereses, así como la posibilidad de remitir los casos a los servicios disponibles. El mediador u otro 

órgano designado supervisaría además la aplicación de las Directrices de Riad #, las Reglas de 

Beijing # y las Reglas para la protección de los menores privados de libertad #. El mediador u otro 

órgano publicaría periódicamente un informe sobre los progresos alcanzados y las dificultades 

encontradas en el proceso de aplicación. Se deberían establecer también servicios de defensa 

jurídica del niño. 

 

58. Deberá capacitarse personal de ambos sexos encargado de hacer cumplir la ley y de otras 

funciones pertinentes para que pueda atender a las necesidades especiales de los jóvenes; ese 

personal deberá estar al corriente de los programas y posibilidades de remisión a otros servicios, y 

recurrir a ellos en la medida de lo posible con el fin de sustraer a los jóvenes al sistema de justicia 

penal. 

 

59. Deberán promulgarse y aplicarse estrictamente leyes para proteger a los niños y a los jóvenes 

del uso indebido de drogas y de los traficantes de droga. 

 

VII. INVESTIGACIÓN, FORMULACIÓN DE NORMAS Y COORDINACIÓN 

 

60. Se procurará fomentar la interacción y coordinación, con carácter multidisciplinario e 

intradisciplinario, de los organismos y servicios económicos, sociales, educativos y de salud con el 

sistema de justicia, los organismos dedicados a los jóvenes, a la comunidad y al desarrollo y otras 

instituciones pertinentes, y deberán establecerse los mecanismos apropiados a tal efecto. 

 

61. Deberá intensificarse, en los planos nacional, regional e internacional, el intercambio de 

información, experiencia y conocimientos técnicos obtenidos gracias a los proyectos, programas, 

prácticas e iniciativas relacionadas con la delincuencia juvenil, la prevención de la delincuencia y la 

justicia de menores. 

 

62. Deberá promoverse e intensificarse la cooperación regional e internacional en asuntos relativos 

a la delincuencia juvenil, la prevención de la delincuencia juvenil y la justicia de menores, con la 

participación de profesionales, expertos y autoridades. 

 

63. Todos los gobiernos, el sistema de las Naciones Unidas y otras organizaciones interesadas 

deberán apoyar firmemente la cooperación técnica y científica en asuntos prácticos relacionados con 

la formulación de normas, en particular en los proyectos experimentales, de capacitación y 

demostración, sobre cuestiones concretas relativas a la prevención de la delincuencia juvenil y de 

delitos cometidos por jóvenes. 



 
 

64. Deberá alentarse la colaboración en las actividades de investigación científica sobre las 

modalidades eficaces de prevención de la delincuencia juvenil y de los delitos cometidos por jóvenes 

y difundirse ampliamente y evaluarse sus conclusiones. 

 

65. Los órganos, institutos, organismos y oficinas competentes de las Naciones Unidas deberán 

mantener una estrecha colaboración y coordinación en distintas cuestiones relacionadas con los 

niños, la justicia de menores y la prevención de la delincuencia juvenil y de los delitos cometidos por 

jóvenes. 

 

66. Sobre la base de las presentes Directrices, la Secretaría de las Naciones Unidas, en cooperación 

con las instituciones interesadas, deberá desempeñar un papel activo de la investigación, 

colaboración científica, formulación de opciones de política, y en el examen y supervisión de su 

aplicación, y servir de fuente de información fidedigna acerca de modalidades eficaces para la 

prevención de la delincuencia. 

 

Observaciones Generales: 

1. # La presente norma contiene referencias externas #  

2. Se deja constancia que el presente Anexo no fue publicado, por lo que su texto fue extraído 

del sitio web oficial del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

(ACNUDH): http://www.ohchr.org 

 

 


